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VERSIÓN TAQUIGRÁFICA

I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Araya Guerrero, Pedro
--Bianchi Chelech, Carlos

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--Girardi Lavín, Guido

--Goic Boroevic, Carolina
--Harboe Bascuñán, Felipe
--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Navarro Brain, Alejandro

--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Pizarro Soto, Jorge

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Zaldívar Larraín, Andrés

Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16, en presencia de 32 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.
III. TRAMITACIÓN DE ACTAS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Las actas de las sesiones 7ª y 8ª, ordinarias, en 11 y 12 de abril de 2017, respectivamente, se encuentran en Secretaría a disposición de las señoras y señores Senadores, hasta la sesión próxima, para su aprobación.
IV. CUENTA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).-  Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes


Dieciséis de Su Excelencia la Presidenta de la República:



Con los dos primeros hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín Nº 7.963-06).


2) Sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (boletín Nº 10.163-14).



Con los doce siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de las siguientes iniciativas de ley:


1) La que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín Nº 7.550-06).


2) La que introduce modificaciones al marco normativo que rige las aguas en materia de fiscalización y sanciones (boletín Nº 8.149-09).


3) La que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (boletín Nº 8.584-15).


4) La que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (boletín Nº 9.689-21).


5) La que regula el desarrollo integral y armónico de caletas pesqueras a nivel nacional y fija normas para su declaración y asignación (boletín Nº 10.063-21).


6) La que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (boletín Nº 10.126-15).


7) La que otorga nuevas atribuciones al Ministerio de Desarrollo Social en materia de niñez y crea la Subsecretaría de la Niñez, dependiente de dicha Secretaría de Estado (boletín Nº 10.314 -06).


8) La que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (boletín Nº 10.394-05).


9) La que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (boletín Nº 10.482-21).


10) La que establece un nuevo gobierno corporativo de la Empresa Nacional del Petróleo (boletín Nº 10.545-08).


11) La que crea una sociedad anónima del Estado denominada “Fondo de Infraestructura S.A.” (boletín Nº 10.647-09).


12) La que posterga la entrada en vigencia de la nueva estructura curricular establecida en la ley Nº 20.370 (boletín Nº 11.132-04).


Con los dos últimos retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que fortalece la composición de los tribunales que indica mediante la asignación de una dotación adicional de 110 jueces (boletín Nº 10.611-07).


2) El que modifica el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile a efectos de aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de dichas instituciones (boletín Nº 10.623-02).


--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:



Con los que comunica que ha prestado su aprobación a los siguientes proyectos de acuerdo:


-El que aprueba el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Cooperativa de Guyana”, suscrito en Santiago, Chile, el 24 de octubre de 2016 (boletín Nº 11.167-10) (Véase en los Anexos, documento 1).


-El que aprueba el “Segundo Protocolo Modificatorio del Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, suscrito entre la República de Colombia, la República de Chile, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú”, en Puerto Varas, Chile, el 1 de julio de 2016 (boletín Nº 11.172-10) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad, respecto de las siguientes disposiciones:


-Artículo 1º, inciso segundo, de la ley Nº 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.


-Artículo 1º de la ley Nº 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, e inciso segundo del artículo 17 B de la ley Nº 17.798, sobre Control de Armas.


-Artículo 22º, incisos primero, segundo, quinto y octavo, del decreto con fuerza de ley Nº 707, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la Ley sobre Cuentas Corrientes Bancarias y Cheques.


--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Relaciones Exteriores:



Envía información acerca de los costos asociados a la gestión del Acuerdo Transpacífico de Asociación Económica, materia consultada en nombre del Senador señor Navarro.


Del señor Ministro de Desarrollo Social:



Adjunta antecedentes relativos a los subsidios estatales para suplementeros, asunto cursado en nombre del Senador señor Navarro.


Del señor Ministro de Obras Públicas:



Informa sobre la realización de trabajos en el transbordador Andalué, que une el sector de Niebla, en Valdivia, con la comuna de Corral, consulta realizada en nombre de la Senadora señora Von Baer.


De la señora Ministra de Bienes Nacionales:



Responde petición de información, planteada en nombre del Senador señor De Urresti, sobre el protocolo de acuerdo con la Junta Nacional del Cuerpo de Bomberos, mediante el cual se compromete a la regularización de los cuarteles en el país.


Del señor Ministro del Medio Ambiente:



Contesta inquietudes, planteadas en nombre del Senador señor De Urresti, sobre los siguientes asuntos:


-Programa de Producción Limpia y Cambio Climático 2017-2018.


-Resultados del proyecto “100 contenedores para Chile”.


De la señora Subsecretaria de Educación:



Atiende consultas, planteadas en nombre del Senador señor Navarro, respecto de las siguientes materias:


-Pormenores de los resultados del Examen Único Nacional de Conocimientos de Medicina. 


-Otorgamiento de una bonificación especial para los funcionarios públicos de la Región de Atacama.


Del señor Superintendente de Salud:



Considera solicitud, expresada en nombre del Senador señor Navarro, para informar acerca de ciertos asuntos relativos al protocolo y normas de salubridad utilizados en el proceso de cría y producción de salmón.


Del señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal:



Da respuesta a inquietud, expresada en nombre del Senador señor Chahuán, por la falta de relevos de brigadistas que combaten incendios forestales en San Antonio, Villa Alemana, Quilpué y Casablanca. 


Del señor Fiscal Regional de Los Ríos:



Informa acerca de una investigación realizada por la Fiscalía de Collipulli, materia consultada en nombre del Senador señor Navarro.


Del señor Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente de Antofagasta:



Remite respuesta a solicitud, enviada en nombre del Senador señor Araya, para informar de las acciones realizadas frente a las constantes emanaciones de gases que afectan al Liceo Industrial Eulogio Gordo de Antofagasta.


Del señor Director General de la Policía de Investigaciones de Chile:



Da respuesta a petición de información, manifestada en nombre del Senador señor Araya, en relación con las dotaciones institucionales asignadas a las distintas comunas de la Región de Antofagasta, durante el período 2010-2016.


Del señor Secretario General de la Fuerza Aérea:



Atiende preocupación, manifestada en nombre del Senador señor Navarro, en relación con el protocolo de invitados para las ceremonias institucionales oficiales.


Del señor Vicepresidente Ejecutivo de la Corporación de Fomento de la Producción:



Adjunta antecedentes sobre los objetivos, cronogramas e inversiones del Programa Transforma Alimentos, petición expresada en nombre del Senador señor De Urresti.


Del señor Jefe de Gabinete del Ministerio de Economía, Fomento y Turismo:



Atiende preocupación, cursada en nombre del Senador señor Guillier, relativa a las medidas que se adoptarán para la protección del recurso huiro en la comuna de Tocopilla.


Se han recibido, además, en cumplimiento del artículo 52 del decreto ley Nº 1.263, de 1975, los Balances de Gestión Integral correspondientes al año 2016 de los siguientes organismos:


-Del Ministerio de Educación.


-Del Ministerio de Bienes Nacionales.


--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


Dos de la Comisión de Relaciones Exteriores recaídos en los siguientes proyectos de acuerdo, en segundo trámite constitucional:


-El que aprueba el “Protocolo de Enmienda al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana”, suscrito en Córdoba (boletín Nº 10.996-10) (Véase en los Anexos, documento 3).


-El que aprueba el “Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica, adoptado en Caracas, Venezuela, el 11 de noviembre de 1989, y su Protocolo de Enmienda”, suscrito en la ciudad de Bogotá, Colombia, el 14 de julio de 2006 (boletín Nº 10.997-10) (Véase en los Anexos, documento 4).


De la Comisión de Trabajo y Previsión Social, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el decreto ley Nº 3.500, de 1980, que establece Nuevo Sistema de Pensiones, con el objeto de eliminar el beneficio de que gozan las AFP en materia de intereses de las cotizaciones previsionales adeudadas (boletín Nº 10.708-13) (Véase en los Anexos, documento 5).


Segundo informe de la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que establece un procedimiento simplificado para la regularización de edificaciones de Bomberos de Chile (boletín Nº 10.990-14) (Véase en los Anexos, documento 6).


--Quedan para tabla. 

Mociones


De los Senadores señores Chahuán, Bianchi y Prokurica, con la que dan inicio a un proyecto de reforma constitucional que modifica el artículo 37 de la Carta Fundamental en lo relativo a la asistencia de los Ministros de Estado al Congreso Nacional (boletín Nº 11.197-07) (Véase en los Anexos, documento 7).


--Pasa a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



De los Senadores señora Goic y señor Montes, mediante la cual dan comienzo a un proyecto de ley para establecer la obligación de los directores y ejecutivos de las administradoras de fondos de pensiones de realizar declaración de intereses y patrimonio (boletín Nº 11.198-06) (Véase en los Anexos, documento 8).


--Pasa a la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



De los Senadores señora Pérez San Martín y señor Tuma, con la que inician un proyecto que modifica el artículo 54 bis de la Ley General de Cooperativas en lo tocante al límite de descuentos voluntarios en favor de cooperativas (boletín Nº 11.199-03) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Economía. 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Antes de conocer los asuntos del Orden del Día, solicito la autorización de la Sala para que ingrese al Hemiciclo el Subsecretario de Defensa, señor Marcos Robledo.



¿Habría acuerdo?

El señor PROKURICA.- No, señor Presidente.



¡Hasta que no me reciba el Ministro de Obras Públicas! ¡Llevo cuatro meses esperando!

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Tampoco doy el acuerdo.



¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por supuesto, Su Señoría.

La señora VAN RYSSELBERGHE.- Señor Presidente, solo quiero fundamentar por qué me opongo a que algún representante del Gobierno entre a la Sala.



Hoy día se reunió la Comisión de Salud, en cuya sesión estuvieron presentes varios Ministros y Subsecretarios.



En el proceso de análisis de una indicación tremendamente importante, se le hicieron preguntas directas a la Ministra de la Mujer, y no quiso contestarlas -¡sencillamente no quiso!-, en un acto de franca mala educación. A mí me parece que eso es una falta de respeto hacia esta institución.



Por lo tanto, yo me opongo.



Si ese va a ser el trato que vamos a recibir, entonces ese será el que habrá en ambos lados.



Si tal actitud se mantiene, nosotros vamos a responder de la misma forma.



Muchas gracias, señor Presidente.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Girardi. 

El señor GIRARDI.- Señor Presidente, solicito que recabe la autorización de la Sala para que la Comisión de Desafíos del Futuro pueda discutir en general y en particular, durante el primer informe, el proyecto que crea el Ministerio de Ciencia y Tecnología.



En tal petición los cinco miembros del mencionado órgano técnico estamos de acuerdo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si no hay objeciones, se accederá a lo solicitado.



--Así se acuerda.

REACCIÓN ANTE PUBLICACIÓN DE INFORMACIONES FALSAS EN CONTRA DE SENADO EN PORTALES DE NOTICIAS DE INTERNET 
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor  Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, el viernes recién pasado circuló por algunos portales de internet una noticia falsa con relación a un supuesto aumento de asignación para los Senadores.



El Presidente de nuestra Corporación exigió una aclaración a algunos de esos medios y les pidió que contrasten las fuentes antes de subir noticias que afectan fundamentalmente el prestigio, la honra del Senado y, sobre todo, la confianza ciudadana en las instituciones.



Por ello, en nombre de la bancada de Senadores de Renovación Nacional, solicito que frente a hechos de esa naturaleza, si vuelven a ocurrir, el Congreso Nacional inicie acciones, incluso, judiciales.



Creemos que permitir reiteradamente publicaciones de noticias falsas, a través no solo de las redes sociales, sino también de portales informativos que merecen cierta confianza o credibilidad, afecta la honra del Parlamento.



Si bien agradezco la carta que el señor Presidente del Senado ha enviado a los directores de esos medios, pienso que no debemos dejar pasar una situación que fomenta el desprestigio generalizado existente. Cuando nosotros no reaccionamos, cuando no reacciona el Consejo Resolutivo de Asignaciones Parlamentarias, cuando no reacciona la Mesa, parece que se diera crédito a noticias que no tienen ningún grado de verdad, ni siquiera uno parcial.



Además, esta información falsa -¡ella carece de toda veracidad!- se ha repetido en los últimos cuatro años, y finalmente la opinión pública termina por creerla. Y cuando dicha información aparece en portales de noticias que cuentan con cierta credibilidad, los medios locales la replican en forma inmediata.



Por lo tanto, como Jefe del Comité de Renovación Nacional, solicito al Presidente de la Corporación que tome medidas para que estos hechos no se vuelvan a repetir. Si es necesario iniciar acciones judiciales, hay que hacerlo.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señor Senador, sobre su escritorio se encuentra un texto con las medidas que ha adoptado la Mesa frente a la denuncia que usted ha mencionado.



El canal de televisión pertinente ha enviado una carta reconociendo su error y ofreciendo disculpas. 



Sin perjuicio de ello, los Comités acordamos cursar una denuncia ante el Ministerio Público para que se investigue de dónde salen esas filtraciones de informaciones que no son verdaderas. 



Además, he enviado un oficio a Sus Señorías y a los funcionarios del Senado para que den cuenta de cualquier observación que afecte el prestigio de esta Corporación, ya sea en las redes sociales, ya sea en los medios de comunicación, para adoptar las acciones que sean necesarias.



En este caso se ha procedido con todos los elementos que tenemos a mano. No podemos denunciar el hecho ante el Consejo Nacional de Televisión porque se trata de un canal de cable. Sin embargo, acudiremos al Ministerio Público con la denuncia pertinente.



Tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, agradezco la reacción que usted tuvo con relación a lo que difundió CNN Chile, medio que comparte un edificio con un canal de señal abierta con el cual está asociado. 



Ante la operación que se montó -lo digo con todo respeto-, no me parece que sea suficiente el texto escrito que se mandó.



Es una falta de respeto, no solo porque dicho medio no usa el mismo tiempo para desmentir en su propia pantalla la información falsa y reparar el daño causado, sino porque no se hace cargo de la mentira flagrante que ha lanzado y que muchos medios de comunicación han reproducido.



Esperamos otro tipo de reacción de parte de un canal perteneciente a inversionistas que operan en nuestro país, quienes deben mostrar respeto hacia las instituciones. 



En su momento ellos pidieron que legislemos para generar transparencia en el acceso a los medios y en el uso de los espacios de dominio público. Y nosotros siempre hemos estado abiertos a la diversidad en este Parlamento. 



Sin embargo, esta acción reprochable se hizo a sabiendas -¡a sabiendas!-, ya que en ningún momento le preguntaron al señor Presidente si era cierta la información divulgada, pese a tener periodistas acreditados en el Congreso, quienes tampoco fueron consultados. 

El señor BIANCHI.- ¡Deberían cambiarlos!

El señor LETELIER.- No, no. 



Quiero enfatizar que los periodistas que están designados y acreditados aquí no fueron la fuente de información. ¡No fueron la fuente de información! Al respecto, hay ahí una situación más grave.



Junto con la acción judicial que se ha acordado, pediría que el canal mencionado reconozca en sus pantallas el tremendo error cometido porque el daño causado a las instituciones republicanas es tremendo. 



Los medios basurean a su gusto y falsean la información. Pero es imposible pensar que un periodista haya sido la fuente, ya que ellos, por formación profesional, saben que deben consultar a las diferentes partes. 

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.
El señor TUMA.- Señor Presidente, le solicito recabar la autorización de la Sala para ampliar el plazo para presentar indicaciones -vencido hoy día-  respecto del proyecto que modifica la ley N° 20.416 en materia de plazo y procedimiento de pago a las micro y pequeñas empresas (boletín Nº 10.785-03), iniciativa que está radicada en la Comisión de Economía. 


Todavía no hemos podido consensuar con el Gobierno una indicación que resuelva nuestras diferencias. Por ello, en nombre de la Comisión y del Ejecutivo, proponemos extender el plazo hasta el martes 16 de mayo.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Les parece?



--Así se acuerda.
)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Ha llegado una petición a la Mesa para recabar el asentimiento de la Sala con el objeto de fijar un nuevo plazo para presentar indicaciones, hasta el lunes 29 de mayo, a las 18, respecto del proyecto de ley que incorpora en el Código del Trabajo el contrato de teleoperadores (boletín Nº 8.263-13), que está radicado en la Comisión de Trabajo y Previsión Social.



¿Habría acuerdo?

La señora PÉREZ (doña Lily).- Sí, señor Presidente.

El señor CHAHUÁN.- Conforme.


--Se acuerda.

V. ORDEN DEL DÍA

PRÓRROGA DE PERMANENCIA REDUCIDA DE TROPAS CHILENAS EN HAITÍ

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Según lo acordado por los Comités, corresponde tratar el oficio de Su Excelencia la Presidenta de la República mediante el cual solicita el acuerdo del Senado para prorrogar, por el plazo de dos meses, la permanencia de tropas y medios militares nacionales en Haití, con informe de las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas.


El Ejecutivo ha hecho presente la urgencia en los términos del párrafo segundo del número 5) del artículo 53 de la Carta Fundamental.



--Los antecedentes sobre el oficio (S 1.930-05) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Se da cuenta en sesión 8ª, en 12 de abril de 2017.



Informe de Comisión:



Relaciones Exteriores y Defensa (unidas): sesión 9ª, en 18 de abril de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, dejan constancia de los fundamentos del Gobierno para mantener la presencia militar en la Misión de Naciones Unidas en Haití por dos meses.



Dichos órganos técnicos recibieron en audiencia a los señores Ministro de Defensa Nacional, Subsecretario de Defensa, Jefe del Estado Mayor Conjunto y a varios personeros y asesores de la Cancillería y de la Cartera de Defensa. 


Luego de analizar los antecedentes relativos a esta materia, las Comisiones unidas aprobaron la solicitud del Ejecutivo por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores Bianchi, Chahuán, Larraín, Letelier, Pérez Varela, Pizarro y Prokurica.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión.



Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, me correspondió presidir las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, para analizar esta iniciativa. En razón de ello, brevemente quiero rendir cuenta al respecto. 



Se trata de un tema bastante simple, pero que requiere cierta urgencia para ser resuelto.



Como ustedes recordarán, en agosto del 2016 el Ejecutivo y este Senado acordaron no continuar con las operaciones militares que se venían desarrollando en Haití en los últimos trece años. Por lo tanto, se procedió al retiro de las tropas chilenas, situación que se ha confirmado.



Hace algunas semanas, la Presidenta de la República fue a Haití para comenzar la salida formal de nuestro contingente y, en consecuencia, iniciar el proceso de repliegue hacia Chile.



En esta oportunidad no se está solicitando una prórroga de la operación militar en sí. Ya se acordó cerrarla, y no solamente de nuestra parte, sino también de todos los países que integran la MINUSTAH, ya que Naciones Unidas ha decidido terminar la Misión en pocos meses más.



Sucede que, por razones de tiempo, para asegurar la debida repatriación de maquinarias, vehículos y equipamiento pesado, se requiere la presencia de parte de nuestras tropas algunos días más en la zona. De hecho, se está pidiendo mantener una cantidad reducida de personal: solamente 3 oficiales en el cuartel general y 55 efectivos, lo cual corresponde, aproximadamente, a un décimo de las tropas que han estado apostadas en Haití durante los últimos años.



Ello tiene un costo adicional de 890.389 dólares, cifra que se encuentra autorizada en el presupuesto del Ministerio de Defensa Nacional para 2017.



Contemplando que el funcionamiento de la MINUSTAH concluye el 15 de octubre del presente año -tiene un plazo de término más amplio que el nuestro-, la Presidenta de la República ha solicitado prorrogar por dos meses la permanencia reducida de tropas, decisión que hay que tomar antes de fin de mes para que sea efectiva.



Por todas esas consideraciones, las Comisiones de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional, unidas, habiendo oído al Ministro de Defensa Nacional, al Subsecretario de Defensa y a representantes de la Cancillería, acordaron, por la unanimidad de sus miembros presentes, aprobar la prórroga y solicitar a la Sala proceder en idéntico sentido.



He dicho. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, quisiera intervenir en esta sesión para referirme a lo que ha significado nuestra presencia en Haití.



Quienes visitamos ese país durante la primera fase de la permanencia de las Fuerzas Armadas, Carabineros y la Policía de Investigaciones de Chile, como también de ONG privadas que estuvieron allí, creemos que nuestra presencia en dicha nación ha sido una gran experiencia. 



La misión de las Fuerzas Armadas de Chile en Haití partió en 2005. Nuestro país fue el más rápido en alistarse y en llegar a ese territorio caribeño con la finalidad de imponer la paz a un pueblo que, en ese minuto, estaba atravesando una situación extraordinariamente grave, con una convulsión social enorme y un desgobierno absoluto. 



Al amparo de las Naciones Unidas, Chile, Brasil, Perú, Uruguay, Argentina y otras naciones sudamericanas, junto a algunas de Europa y África, se unieron en pos de lograr que la crisis de Haití no terminara en un baño de sangre.



De otra parte, creo que casi todas las misiones de paz en que ha participado Chile han permitido proyectar al mundo la imagen de nuestro país. Así ocurrió con nuestra colaboración en Chipre, Bosnia y otros lugares donde hemos estado presentes. A mi juicio, eso ha sido gracias a la tremenda capacidad y profesionalismo de las Fuerzas Armadas, Carabineros y la Policía de Investigaciones de Chile.



En este caso, se trata de que permanezca en Haití un pequeño grupo de carabineros y de efectivos de la PDI. La primera institución ha colaborado en la formación de la nueva policía de ese país. Ha recibido a estudiantes de esa nacionalidad en su escuela. Y la segunda ha ayudado a recuperar los registros de defunciones, entre otras labores.



Chile ha tenido una participación impecable en estos largos años. Desde el 2005, fecha en que partió esta misión durante el Gobierno del Presidente Lagos, nuestras Fuerzas Armadas se han destacado por su profesionalismo. 



Hemos colaborado, primero, para imponer la paz, y después, para recuperar la institucionalidad y mantener el orden en Haití. 



Es cierto que, si uno analiza la situación de esta nación y la compara con la de países sudamericanos, podría decir que se ha avanzado poco. Sin embargo, le recuerdo al Senado que durante la presencia de nuestras Fuerzas Armadas en aquel territorio se produjo un terremoto que causó un enorme daño e hizo que muchos de los esfuerzos logrados se retrotrajeran a su origen. 



Además, estimo que la participación de nuestras instituciones ha puesto de manifiesto el prestigio que tiene Chile en el extranjero, ya que ellas han debido actuar de manera coordinada con los ejércitos, fuerzas aéreas y armadas de otras latitudes. 



Si bien es posible que el avance haya sido lento, se ha caminado claramente en un sentido positivo.



Haití es un país que presenta una historia compleja y difícil desde su descolonización de Francia, la cual se valió de un impuesto para expoliarlo y llevarlo a una situación insostenible. No obstante, creo que hoy está mejor que cuando empezó la misión, en la que nuestras Fuerzas Armadas, como ya lo he señalado, han dejado en alto el prestigio de Chile.



Además -y así lo he dicho cada vez que el Gobierno nos ha solicitado autorización para el envío de tropas nacionales-, siento que nuestro país no puede estar ausente en las misiones de paz alrededor del mundo. 



Chile ha basado su prestigio y su desarrollo en las exportaciones y en el comercio internacional, y no hay comercio internacional donde no hay paz. Por lo tanto, creo que debiera empeñarse en ampliar su presencia en otras misiones del mismo carácter, en todos los continentes, para seguir exportando nuestra imagen al resto del planeta, tal como lo ha venido haciendo hasta ahora.



He estado en tres lugares donde han participado efectivos de las Fuerzas Armadas chilenas, de distinto orden, y en todos ellos ha habido un reconocimiento y un agradecimiento de parte de las personas a quienes les han salvado sus vidas y que han podido reconstruir sus países gracias a la presencia de nuestros militares.



Por supuesto, destaco la participación de Carabineros y de la Policía de Investigaciones, además de la que tuvieron civiles que, a través de diferentes ONG, han llevado a cabo una labor importante, aunque desconocida.



He dicho.

El señor LARRAÍN.- Abra la votación, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para abrir la votación?

El señor PIZARRO.- Sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Entonces, acordado.



En votación la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República.



--(Durante la votación).
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pizarro.

El señor PIZARRO.- Señor Presidente, creo que el colega Prokurica hizo una relación bastante completa acerca del mandato que recibieron nuestras Fuerzas Armadas para formar parte de la MINUSTAH, dado el acuerdo adoptado por las Naciones Unidas.



Sin duda, se trató de una decisión correcta desde el inicio. Recuerdo que hubo mucho debate en el Senado cuando el Presidente Lagos tomó la determinación de que Chile se integrara, por primera vez, a una misión de paz en un país latinoamericano hermano y amigo. Y ello se hizo, tal como se ha indicado acá, por razones en principio humanitarias y también para evitar lo que podía llegar a ser una guerra civil o un desorden generalizado que pusiera en riesgo la vida de miles de haitianos.



A mi juicio, la participación de nuestras Fuerzas Armadas, así como el manejo del Gobierno de Chile y la colaboración de todos los civiles que brindaron su apoyo y trabajaron con gente de otros países en esta misión, significaron un éxito bastante notable y el reconocimiento no solo del pueblo haitiano, sino también de organismos internacionales y del resto de las naciones amigas con las cuales nos tocó compartir esta acción.



Los objetivos que se buscaban eran: primero, promover un entorno seguro y estable; segundo, ayudar a desarrollar un proceso político y el fortalecimiento de la institucionalidad, muy incipiente en Haití; tercero, promover y proteger los derechos humanos de las personas y las libertades, que habían sido conculcadas, terminando con la existencia de bandas armadas que generaban un daño irreparable, fundamentalmente a mujeres y niños civiles, quienes sin motivo alguno sufrían las consecuencias de este enfrentamiento, y cuarto -también desde el inicio, y así se hizo notar, al menos en el debate que sostuvimos acá y en las acciones que el Gobierno llevó adelante en forma reiterada- ayudar a promover un desarrollo económico y social que, junto con la institucionalidad política, significara generar condiciones que permitieran ir mejorando la vida de los haitianos.



Señor Presidente, la misión está terminando y los dos meses de prórroga que se piden tienen más que ver con la forma en que se habrá de salir del territorio, con el retiro definitivo de nuestras tropas de Haití. El Ministro de Defensa nos explicaba hoy todo lo que significa cerrar la operación: desarmar la infraestructura, mover el equipamiento (vehículos, helicópteros), desinstalar las telecomunicaciones, etcétera, con el objeto de  que el retiro de nuestras tropas se lleve a cabo con tranquilidad. 



Y no es que Naciones Unidas elimine las tropas y se despreocupe de Haití. Al contrario. Claramente, en el último tiempo se ha empezado a priorizar la formación de un cuerpo policial que permita garantizar la seguridad de las personas y el orden público. También ha habido una colaboración de nuestro país y de nuestros carabineros en ese sentido, tanto porque han venido jóvenes policías haitianos a formarse y capacitarse acá como lo que se ha realizado en la propia nación insular.



Igualmente, se ha prestado apoyo en otras áreas. Se hizo, en un principio, por la emergencia en materias de salud, pero asimismo hubo cooperación en el ámbito agrícola, para buscar fortalecer el desarrollo de una agricultura campesina que asegurara la subsistencia de familias completas que se encontraban en situación paupérrima. 



Todo lo que pudiera ser aporte, desde el punto de vista académico, de la investigación, de la cooperación susceptible de desarrollar como país, nos ha parecido extraordinariamente importante, en algunos casos con más éxito que en otros, pero es una tarea que no podemos dejar de realizar. Creo que la comunidad internacional, y particularmente la latinoamericana, deben seguir apoyando y ayudando al pueblo haitiano.



Por esas cosas de la vida y del destino, hoy día tenemos en Chile una población muy numerosa de haitianos que están trabajando en nuestro país, formando familia; jóvenes, mujeres y hombres trabajadores que han estado desarrollando actividad en distintos lugares de nuestra patria, fundamentalmente en la zona centro. Y creo que también el prestigio de nuestras Fuerzas Armadas y la amabilidad con que ellas fueron recibidas han ayudado a que muchos de esos haitianos, que buscan mejores expectativas de vida por razones sociales, económicas o políticas, puedan llegar a nuestro territorio a enriquecer el progreso de Chile a nivel nacional.



Ese es el motivo, señor Presidente, por el cual aprobamos de manera unánime la prórroga de dos meses solicitada por el Gobierno para poder terminar una misión que ha durado largos años, pero que ha cumplido plenamente sus objetivos.



Gracias.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Chahuán.

El señor CHAHUÁN.- Señor Presidente, Honorable Sala, cuando ya se aproxima el fin de la participación chilena en la MINUSTAH, quiero destacar el desempeño de las Fuerzas Armadas de nuestro país en Haití. 



Claramente, cuando uno hace un balance respecto de lo que ha sido la gran contribución del Ejército chileno en términos de generar una fuerza de estabilización en dicha nación, siendo capaz de dar los primeros impulsos para pasar de una acción de estabilización a una misión de desarrollo, donde ha existido plena colaboración de las Fuerzas Armadas chilenas, a cuyas autoridades también les ha tocado la responsabilidad de desempeñar roles relevantes dentro de la MINUSTAH, yo no puedo sino referirme también al fallecimiento de contingente chileno en esa zona, particularmente al del Sargento 2° Rodrigo Andrés Sanhueza Soto, herido durante un arduo tiroteo cuando intentaba contener manifestaciones en la frontera con República Dominicana. Había sido llevado al batallón Uruguay, en el que finalmente murió. Me tocó estar con su viuda y sus hijos en Las Salinas, donde fueron despedidos los restos de este militar, que entregó su vida al servicio de las Fuerzas Armadas de nuestro país.



Quiero señalar que la participación de Chile en la MINUSTAH ha sido relevante, no solo porque los soldados chilenos se dispusieron, como dije anteriormente, a generar condiciones de paz para que se materializara en Haití un cronograma electoral a través de elecciones parlamentarias y presidenciales, sino, adicionalmente, a la consideración de los militares chilenos como un motor de capacitación, en especial de aquellos que ejercían determinados oficios y labores. Era extraordinario ver cómo niños haitianos se reunían para estudiar afuera del batallón de Chile en la MINUSTAH aprovechando la iluminación que había en el lugar.



Me tocó estar en la isla junto con la Presidenta Bachelet después del terremoto que afectó a dicho territorio y comprobar que la gran contribución del Ejército chileno era ampliamente reconocida.



Por lo tanto, el día de hoy las Comisiones unidas de Defensa y Relaciones Exteriores han aprobado una prórroga por dos meses para la permanencia del 10 por ciento del total del contingente a fin de proceder al retiro definitivo de las tropas nacionales dentro del plazo recién indicado.



Quiero destacar que Chile ha prestado, tradicionalmente, una amplia labor en materia de fuerzas multinacionales de paz. Las primeras fueron solamente nominales, el año 48, y empezaron a estar normadas hace apenas dos décadas, pero la contribución efectuada a las fuerzas de estabilización y a las misiones de desarrollo han sido determinantes.



¿Qué espera Chile y cuáles son sus desafíos en relación con Haití? Por supuesto, la posibilidad y la necesidad de exportar misiones de desarrollo. ¿En qué debieran centrarse estas? Fundamentalmente, en exportar institucionalidad.



Es un tema que ha sido abordado con las autoridades haitianas. Por ejemplo, la posibilidad de exportar  el desempeño de organismos tales como el Registro Civil, al igual que el de otros relacionados esencialmente con el control, como la Contraloría General de la República. Sería un buen legado.



¿Qué va a ocurrir en el futuro? Fuerzas policiales seguirán resguardando el orden público hasta que se logre la plena estabilización y pacificación de esa nación.



Finalmente, vuelvo a reiterar mi saludo a la familia del Sargento 2° Rodrigo Andrés Sanhueza Soto, que honró con su vida el desempeño de las tropas chilenas en Haití, como, asimismo, a la familia de Guillermo Arévalo Flores, muerto el año 2012 también al servicio de nuestra misión en ese país.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, ciertamente que voy a concurrir con mi voto favorable a extender la presencia de nuestras tropas en Haití, en el número reducido a que estamos acostumbrados. Son 3 oficiales y 55 efectivos de contingente, entiendo, por dos meses, para el retiro de maquinaria y otros elementos que han sido parte de esta larga misión.



Revisaba, con el mejor de los espíritus -no pretendo hacer una crítica-, qué ocurrió en Chile cuando el año 2004 el ex Presidente Lagos planteó a esta Corporación el envío de tropas a Haití. Había más Senadores que ahora, porque la votación fue 27 a 15: 27 votos a favor y 15 abstenciones, básicamente correspondientes a la entonces Oposición. Había preocupación respecto a los resultados de la política exterior, a los costos domésticos que ello podía traer aparejados. Y algunos argumentaron, tal vez correctamente -no estoy seguro-, que no se cuestionaba el tema de fondo, sino la forma en que había procedido el Gobierno en esa oportunidad.



Quiero dejar aquello de lado para señalar que, yo diría que a partir del 2008, 2009, 2010, la presencia de militares chilenos en Haití ha sido valorada de manera distinta por el Senado y, en mi opinión, por la sociedad chilena en general. Hay una valoración y una óptica diferentes respecto a tener militares que ayuden a estabilizar un país en crisis, como lo estuvo esa nación después de la revolución y el golpe de Estado.



Entonces, creo que Chile asumió un compromiso internacional importante, que yo valoro.



Ahora, la razón por la cual tomé la palabra es para señalar que nosotros debiéramos estar contentos de que algo que hace más de doce años tal vez nos dividía hoy da lugar a miradas mucho más comunes. Y me alegra que el Senador Prokurica, de larga trayectoria en la Comisión de Defensa Nacional, abogue por que tengamos mayor presencia de nuestras fuerzas militares en operaciones de paz. 



La última destinación es en la República Centroafricana, más allá de Chipre, India, Paquistán, Haití, etcétera. Tenemos hoy día dos oficiales en ese país y enfrentan una situación políticamente delicada, en que puede haber víctimas y mártires, al igual que en Haití. La situación es de tanta complejidad que nuestra participación va a requerir una decisión muy difícil: incrementar o no la presencia y el tipo de actividades que podamos realizar. Porque en la República Centroafricana hay enfrentamientos de primera línea. No se trata de estabilizar una región, sino de enfrentar eventualmente situaciones armadas. 



Pienso que Chile debe fortalecer esa opción. África suena lejana, pero cuando uno asume responsabilidades internacionales como una operación de paz -en el caso de Haití le costó la vida a miembros de nuestras Fuerzas Armadas- significa que nuestro país también está poniendo sobre la mesa recursos reales y asumiendo compromisos reales que tienen un costo, al punto de exponer la vida de nuestros soldados. Eso se hace pensando en un bien superior: si yo asumo responsabilidades en el ámbito internacional, también soy parte de aquellos que pueden dibujar ese escenario, que pueden tomar decisiones en ese plano y que son respetados. 



Lo fácil es exigirles a otros que pongan orden en el mundo. Cuando Estados Unidos o la OTAN o China intervienen, uno dice por qué interviene el imperialismo, las fuerzas vivas o tal o cual país. La pregunta es: ¿nosotros podemos intervenir, a nuestra escala, dentro de un marco multilateral como Naciones Unidas, y hacer valer nuestra voz? Yo creo que sí. 



Ciertamente, ello supone desembolsar recursos económicos, distraer tal vez energías de otros planos y, también, exponer la vida de nuestros soldados. Pero creo que la política internacional de Chile y la robustez con que nos miran desde afuera crecen.



Sí, el comercio, las instituciones sólidas ayudan muchísimo, sobre todo en un continente que a ratos ha tenido dificultades. Sin embargo, no es menos cierto que la presencia militar en la cual uno está poniendo sobre la mesa, al servicio de la comunidad internacional, recursos reales y exponiendo la vida de los propios, es una señal de solidaridad y de compromiso muy grande, y creo que debiéramos fortalecerla. 



Aprovecho, señor Presidente, de pedirle al Gobierno que fortalezca las políticas de mantenimiento de la paz en el mundo, y especialmente en la República Centroafricana.



Muchas gracias.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, el Senador que me antecedió en el uso de la palabra ha hecho un encendido y razonable planteamiento en defensa de lo que han sido doce años de fuerzas chilenas en el extranjero, particularmente en Haití. Por mi parte, voy a usar el mismo escenario para exponer una visión distinta.



Primero, digamos las cosas por su nombre: la misión de Chile en Haití ha cambiado cuatro veces de objetivo, y ese tema no debe ser menor para el Senado, que es la única institución que puede autorizar a un Presidente a sacar tropas al extranjero. Recordemos que el punto fue muy discutido en la época, porque el Primer Mandatario no había pedido la autorización adecuada -esa gran polémica se omitió en la intervención anterior-, y se demostró que para estos efectos debía cumplirse con la Constitución.



Se dijo que se iba a evitar un genocidio. Pues bien, yo creo que en un escenario así, obviamente cabía sopesar si nuestra participación era más razonable o menos razonable. Pero desde el primer minuto se instaló la pregunta que el Senador que me antecedió en el uso de la palabra no ha podido responder: cuáles eran los parámetros que permitían entender que estaba cumplida la misión. Y, al no instalarse esa respuesta desde el primer momento -creo que para eventos que pudieran ocurrir en el futuro eso es lo primero que se debe responder-, se generó un escenario en el cual al final era imposible no permanecer en Haití, más allá de las condiciones que se vivieran en ese país.



Tanto es así que años después se pidió la mantención de las tropas en función de las elecciones que se iban a desarrollar en ese instante. Pasadas las elecciones, se volvió a solicitar una prórroga, por dos años más, hasta que “operara la institucionalidad” -esas eran las palabras textuales-, luego de lo cual cambió nuevamente la petición, hace pocos años, por razones que encuentro de una extrema vaguedad, en términos de decir: “Mire, tenemos que estar allá pues no podemos, en las condiciones en que estamos, no salir sin un problema mayor que el que había una vez que llegamos”.



Esa es, a mi juicio -lo digo con todo respeto-, una forma indebida de operar en esta materia. Dejo de lado la implicancia constitucional de todo esto, porque las Fuerzas Armadas en Chile no están establecidas para este propósito. Yo presenté una modificación constitucional para incorporar dentro de sus funciones la de concurrir a misiones de paz, con determinadas condiciones. Si miran la Carta Fundamental, verán que no establece eso. Están para la seguridad interna del país. Eso es lo que dice la Constitución, no yo. Y se extrapoló que dentro de la seguridad estaba lo que podía pasar en el continente latinoamericano, que es una extensión bastante rara. Y a mí me gustaría que eso se resolviera de una vez por todas desde un punto de vista constitucional.



Al final, lo que fue ocurriendo -y creo que tenemos que evaluarlo con calma- es que nos quedamos sin un horizonte de salida, pues se había, a mi juicio, baipaseado el tema de fondo, ya que una cosa es la emergencia que requería la presencia de las Fuerzas Armadas -las cuales, dicho sea de paso, cumplieron un rol muy importante como tales- y otra distinta era lo que pasaba con Haití, cuestión que exigía una institucionalidad mucho mayor y un esfuerzo económico de organismos internacionales bastante más consecuente con ese objetivo.



Al confundirse ambos planos, al creerse que el problema se resolvía con las misiones de fuerzas armadas, se fue equivocando el tema de fondo, lo que acabó por generar un escenario -lo planteé hace varios años- en donde esos efectivos aparecieron en los diarios locales -lo mostré en su oportunidad- como tropas invasoras. Porque una cosa es haber llegado a evitar un conflicto, entre comillas, y otra distinta es permanecer durante muchos años siendo eje de la política interior.



A mí no se me va a olvidar, porque estaba en la Comisión de Relaciones Exteriores, que el Presidente del Parlamento haitiano mandó una comunicación a todos los miembros de ella -fue público, por eso lo digo- en donde decía que esto era parte de su política interna, por lo cual pedían que las fuerzas armadas de Naciones Unidas salieran del país.



Ese es un escenario muy complejo de evaluar. Y generales importantes que han estado en Haití han compartido la visión de que estas incursiones deben tener, más allá de legitimidad -obviamente, cada uno la evaluará, pero ella supone actuar dentro de la institucionalidad internacional-, una justificación permanente. Y, naturalmente, deben considerar los escenarios alternativos, en términos de no quedar semicapturados, por así decir.



Si uno mira el informe de la MINUSTAH se da cuenta de que lo mismo que estoy diciendo queda de alguna manera reflejado en él. Al final, el retiro no se explica porque se haya cumplido la tarea. Nadie dice “misión cumplida”. Lo que pasa -se señala- es que la naturaleza de los problemas en Haití es de tal envergadura que se prefiere optar por un camino distinto.



Entonces, yo creo que esta reflexión -me parece sano hacerla con altura de miras- es muy relevante, pues insisto: es el Senado -ni siquiera el Congreso, como tampoco la voluntad excluyente de quien gobierna- el llamado a hacer uso de la facultad especialísima referida a que las Fuerzas Armadas puedan salir del país, que la Constitución reserva para casos muy excepcionales.



Y tiendo a pensar que respecto de algo que pudo haber tenido justificación en su momento no es posible decir, doce años después: “Oye, no pasa nada”. No, ¡si pasaron muchas cosas!



Primero, hubo un rol que creo que se extrapoló en el tiempo acerca de lo que debió haber sido un uso excepcional del material de las Fuerzas Armadas y de estas mismas. En seguida, hubo un riesgo, que obviamente estuvo instalado. Los casos fatales no están directamente vinculados a esto, pero hay obviamente una relación con la autorización que se da. 



Algunos me pueden decir: “Es que fue beneficioso para las Fuerzas Armadas desde el punto de vista de la instrucción”. Me parece muy bien. Sin embargo, no es ese el propósito de la utilización de esta medida excepcional.



“Las Fuerzas Armadas dejaron muy alto el prestigio de Chile”, se dirá. Me siento orgulloso de eso, y pienso que está dentro de los activos. Pero eso no justifica, a mi juicio, haber mantenido por un tiempo tan extenso, de años, este rol excepcionalísimo de las Fuerzas Armadas.



¿Habrá tiempo para evaluar? No sé.



A mí me gustaría pedir un informe final sobre el costo que tuvo en definitiva esta operación para el país, tema del que nunca yo por lo menos he estado bien informado. Lo digo porque me indican que hay unas platas de Naciones Unidas que siempre están a punto de llegar, y parece que llegan algunas pero después se gatilla el envío de otras que no alcanzan a ser incluidas. Entonces, tendrá que existir un balance final.



Entiendo que hay personas que legítimamente pueden señalar que este es un punto concreto. Sin embargo, los invito a revisar la prensa nacional e internacional en que se presenta un escenario crítico respecto de la forma de mantener en el tiempo una acción de fuerzas armadas en otro país.



Señor Presidente, quiero ser coherente. Me parece mejor que se inicie el período de retiro, el cual pedí por mucho tiempo. No voy a votar a favor pues no lo he hecho en otras circunstancias. Pero me voy a abstener, en función de que es un paso para una mayor normalización.



 De lo que sí quiero hacerme cargo es de que considero muy importante entender que nosotros tenemos una obligación primordial con Haití no solo porque hay una acción que lleva doce años, sino porque se trata de un país latinoamericano extraordinariamente necesitado de instituciones, de confianza, de poderes judiciales, de policía, de infraestructura, como hemos podido ver en todos los informes.



Me he dado el espacio, a través de los años, de observar la evolución que ha tenido dicha nación, y no siento que el mundo tenga que aplaudir un resultado. ¡No! Creo que, en general, ha sido un mundo más bien mezquino.



Podremos discutir las razones por las cuales se produce esta diferencia originaria en cuanto a la naturaleza de las conquistas. Es un tema que escapa a nuestra discusión. Pero sí es parte de ella revisar en algún momento -espero que lo hagamos con altura de miras- cuáles son los pro y los contras de participar en este tipo de operaciones.



Yo dudaba de intervenir; sin embargo, después de que mi amigo hizo uso de la palabra me pareció que era bueno por lo menos plantear un punto de vista distinto acerca de lo siguiente:



Primero, hay que crear una institucionalidad constitucional para la salida de tropas al extranjero, que hoy día no está instalada, a mi juicio, adecuadamente.



Segundo, hay que realizar una evaluación permanente respecto de los escenarios de salida en cada lugar.



Tercero, hay que colocar un límite de tiempo a este tipo de autorizaciones, luego de lo cual considero necesario ir subiendo los quorum porque, si no, se va a transformar en una situación permanente.



Cuarto, hay que hacer una evaluación de los costos. Estimo que eso es un escenario de transparencia.



Valoro lo bien que quedaron las Fuerzas Armadas, valoro que haya ocurrido, pero me parece indispensable plantear el punto al que me referí.



He dicho.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Hernán Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, solamente quiero hacer presente, por razones de Reglamento, que no estamos discutiendo la evaluación de la participación de las tropas en Haití. 



Lo anterior se realizará en una sesión especial, cuya convocación vamos a solicitar una vez que tengamos el informe que legalmente se debe entregar cuando terminan su misión.



Hoy día solamente debatimos la prórroga por 60 días de la presencia de las actuales tropas apostadas en Haití, para la repatriación de los equipos. Lo digo pues tendremos tiempo para hacer la evaluación que se ha efectuado hoy día, que no es materia del acuerdo que se solicita.

El señor ALLAMAND.- Muy buena la aclaración, Su Señoría.

El señor GIRARDI (Vicepresidente).- Tiene la palabra el Senador señor Navarro.

El señor NAVARRO.- Señor Presidente, está claro que la misión militar ya cumplió sus fines. Son doce años, lo hemos dicho en cada ocasión, en cada año que se discute este tema.



El informe dice que ya cumplió sus fines. La pregunta es ¿cuáles eran los fines? Porque la inestabilidad continúa en Haití, y va a seguir por larguísimo tiempo.



¿Quiénes están en Haití? Países de Latinoamérica. 



Estados Unidos, que ocupó Haití entre 1915 y 1934, no aparece, no muestra solidaridad. Está preocupado de bombardear Afganistán, Iraq. Está preocupado de la intervención en el Medio Oriente. Hay ¡cero solidaridad! de parte de la nación más poderosa, más rica de América.



Y se nos ha pedido a un país pequeño del extremo sur que seamos solidarios, que mandemos un contingente militar a coadyuvar en la pacificación mientras se reinstala la estabilidad política y social necesaria para comenzar a resolver los problemas de fondo de Haití, lo cual no es un objetivo militar.



Hay un profundo problema político y social en Haití. Y, como lo he dicho en otras ocasiones, en este informe en que se nos pide aplazar -se ha hecho año a año- la permanencia de las tropas chilenas, faltaba lo referido a lo político.



Reitero: “si es un informe secreto, hagamos sesión secreta”. Pero está claro que ni Chile ni las Naciones Unidas pueden limitarse solo a mantener tropas en Haití, cuando el problema es político, social y económico.



Y sobre ello este mismo informe señala que los avances son extraordinariamente precarios, ¡precarios!: falta de infraestructura, burocracia, corrupción, carencia de inversión extranjera, dificultad en la tenencia de la tierra. Ninguna condición para enfrentar el tema de fondo: el desarrollo productivo, económico y social en Haití.



¿Y qué hemos tenido estos últimos doce años? Una fuerte migración haitiana a América Latina, y particularmente a Chile.



Como Presidente de la Comisión de Derechos Humanos, puedo decir que celebramos tres sesiones especiales, en que constatamos que 70 por ciento de los migrantes hacia nuestro país son latinoamericanos. Y la migración haitiana a nuestro territorio alcanza a 170 ciudadanos por día.



La tarea no puede limitarse a tener tropas y a permitir que los haitianos vengan a Chile. El objetivo político y social ético al cual debiéramos aspirar es coadyuvar, cooperar, participar en el fortalecimiento de la institucionalidad de la República de Haití. Y, en ese aspecto, al retirar las tropas estamos diciendo: “Bien. Mantuve el orden, mis tropas adquirieron experiencia, cumplimos con la petición de las Naciones Unidas”. No obstante, la verdad es que la situación sigue exactamente igual. 



Por lo tanto, si el primer argumento para autorizar el envío de tropas fue ético-político: colaborar a fin de que Haití resolviera sus problemas de fondo, no lo estamos cumpliendo al retirarnos. Es decir, ¡los dejamos en el más completo abandono!



Cumplimos -entre comillas-, y ahora quedan a su suerte.



La pregunta que debiéramos responder en este Senado, después de 12 años, es: ¿cuál meta se cumplió? ¿La militar? 



¿Se avanzó en objetivos políticos? El informe dice que no. Es más, se señala que después de las elecciones del 20 de noviembre de 2016 se ha intentado estabilizar un gobierno que muestra gran precariedad.



En ese sentido, señor Presidente, yo demando conocer cuál fue la participación de Chile en ayudar a la estabilidad política, social y económica de Haití, y no solo a la militar.



Porque los militares patrullaban. Y lo hacían bien. Había que mantener la paz en un país azotado y asolado por múltiples carencias. Pero está claro que en estos momentos en Haití campea la corrupción, la delincuencia, el tráfico. Como el propio informe afirma.



Yo me pregunto si es responsable que después de 12 años Chile se retire, saque sus tropas y diga: “que se las arreglen solos”, y que en el estado en que se encuentra Haití siga enviando a sus mejores ciudadanos al resto de América Latina, y particularmente a Chile.



Seamos francos, la Comisión reveló, a través de los informes de extranjería de la PDI, que los haitianos que llegan a nuestro país forman parte de la elite intelectual, con un promedio de 14 años de estudios. ¡Superior a los 10,5 de los chilenos! Es decir, los médicos, los abogados, los ingenieros, los enfermeros, los odontólogos haitianos que ingresan a Chile vienen a suplir nuestras carencias. 



Entonces, ¿quién es solidario con quién?



La elite formada en Haití, con mucho esfuerzo de Naciones Unidas, con mucho esfuerzo personal, tiene que emigrar, y la recibimos. Y, en verdad, pareciera ser más importante para el destino de un país recibir ese contingente enorme de profesionales haitianos, que viene a fortalecer a Chile -país de inmigrantes-, que el apoyo que le brindamos a la República de Haití a través de la presencia militar (que ya casi termina), y que ha carecido absolutamente de lo político-social.



He pedido un informe que indique cuál es la estrategia política de las Naciones Unidas en esa nación; qué grupos políticos se quiere fortalecer; cómo se establece una institucionalidad que funcione sobre la base de una nueva Constitución, como lo dice el informe. Haití requiere una nueva Carta Fundamental -no solo Haití, Chile también-; sin ella no es posible cumplir la tarea.



¿Cuánto se avanzó en la nueva Constitución de Haití, que es la norma fundamental para garantizar derechos a los ciudadanos, pero también a los inversionistas? ¡Poco y nada! Eso dice el informe.



Por lo tanto, señor Presidente, con profunda pena, congoja, y con un poco de indignación compruebo que, al final del día, las naciones que sí pueden colaborar se limitan a enviar tropas, a financiar indumentaria y gasto militar, y no van al fondo de este asunto: el problema político.



A mí me habría gustado ver a nuestros profesores y expertos agrícolas ayudando al desarrollo de Haití, enseñando agricultura y promoviendo técnicas eficaces de cultivo y mantención de la tierra; es decir, que no solo se hubiera mandado a militares, quienes lo hicieron bien.



Chile debe reconocer a todos los hombres y mujeres que fueron enviados a ese país. Pero queda claro que estamos en deuda.



Si nuestra cooperación con América Latina va a ser únicamente militar, tenemos un problema.



Habría deseado que estuviera acá el Ministro de Relaciones Exteriores, o el de Defensa -porque el Senado está autorizando la permanencia de tropas y medios nacionales en territorio extranjero a costo del Estado chileno, ya que el rembolso de parte de la Organización de las Naciones Unidas es parcial-, para formularle las preguntas políticas que uno quisiera.



Lo planteo en esta Sala: Chile no puede abandonar a Haití.



Debe haber apoyo político y social para que dicha nación, de manera independiente, conforme al derecho a la libre autodeterminación de los pueblos, pueda surgir. Y ello no se logra solo con presencia militar para el mantenimiento de la paz: también se precisa ayuda técnica y cooperación educativa, y no al revés. Porque pareciera que el de los problemas fuera Chile: que la elite haitiana, aquella gente que se ha formado para sacar adelante a ese Estado fallido -como se denomina en numerosa literatura-, se esté viniendo a nuestro país.



Siento que a Haití le estamos robando una parte esencial de su propio desarrollo y futuro.



Si permitimos que sus mejores hombres y mujeres sigan llegando a Chile a trabajar como camareros, a limpiar lo que haya que limpiar, para luego de un tiempo intentar desempeñarse en el ámbito de la profesión que tengan, estaremos incumpliendo un deber ético que como país se nos demanda.



Debiéramos generar políticas para que esos profesionales puedan ejercer sus labores en Haití, con remuneraciones adecuadas y condiciones de seguridad que garanticen su permanencia allí; y no lo contrario: mandar nuestras tropas a Haití y posteriormente permitir que llegue a Chile lo mejor de su elite intelectual, política y profesional.



Aquella es una contradicción insalvable, señor Presidente. Porque lo que damos con una mano lo quitamos con la otra. De ello son conscientes nuestras autoridades y también el Senado, en particular la Comisión de Derechos Humamos, la cual me ha tocado presidir en alguna oportunidad.



Estamos trayéndonos lo mejor de esa nación. Y hoy día nos hallamos retirando las tropas que garantizaban paz y estabilidad allá: suma cero para Haití y ganancia para Chile.



¡No es justo, señor Presidente!



Si algo debiéramos hacer es garantizar que los profesionales haitianos permanezcan en su país. Y si eso requiere recursos económicos, en el contexto de las Naciones Unidas, lo tendríamos que promover, para evitar la fuga de cerebros que hoy asola a esa nación.



De permitirse que ello continúe, Haití jamás va a despegar ni será un país desarrollado, pues sus mejores profesionales se están yendo hacia América Latina, en particular para Chile. 



Señor Presidente, voy a votar favorablemente esta prórroga de dos meses y medio. Pero le pediría al Senado -más bien, se lo exijo- que viera la factibilidad de que tanto el Ministro de Defensa cuanto el Ministro del Interior nos enviaran un informe político acerca de lo que en verdad debiéramos hacer en Haití, si creemos ser solidarios.



Porque solidario no es solo mantener tropas en esa nación.



Voto a favor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Letelier. 

El señor LETELIER.- Señor Presidente, algunos confunden esta discusión.



El objeto de la solicitud de Su Excelencia la Presidenta de la República no tiene que ver con nuestra relación bilateral con Haití; no se halla referido a nuestro juicio político sobre la evolución de un Estado prácticamente fallido en una etapa y que ha logrado avanzar en la reconstrucción de sus instituciones.



No está en debate si nuestro país ha de mantener con Haití políticas de cooperación -las tiene- en otros ámbitos, ni tampoco cuál debería ser nuestra política migratoria respecto de esa nación, siendo Chile receptor de gran cantidad de haitianos tanto profesionales como trabajadores, quienes han arribado a varias de nuestras regiones.



Lo que se halla en discusión es otro asunto, que tiene que ver con la relación de Chile con las Naciones Unidas, con nuestra participación a partir de la invocación del Capítulo VII de la Carta de la ONU; que se refiere a lo que comenzó con la a mi juicio muy acertada decisión del Presidente Lagos de actuar, en el marco del acuerdo adoptado por las Naciones Unidas, frente a la crisis inminente en Haití mediante el despliegue de fuerzas militares en apenas 48 horas.



Esa intervención multinacional en la que nuestro país cooperó evitó matanzas de grandes proporciones. 



La solicitud que nos ocupa tiene un fin: el retiro ordenado de las tropas y de los pertrechos militares de Chile en Haití; y que el Estado Mayor Conjunto pueda intervenir en forma adecuada, con un despliegue mínimo de fuerza, a fin de llevar a cabo correctamente el plan de repliegue.



Se pretende el retiro, en un plazo de dos meses, de las pertenencias del Estado chileno utilizando medios tanto aéreos como navales.



No es otro el alcance de la referida solicitud. Si no se aprueba, Chile no tendrá manera de sacar sus pertenencias de Haití, con la colaboración de las Fuerzas Armadas que hoy están desplegadas allá.



Ya hemos ido reduciendo nuestra presencia en dicho país. Tal como lo explicaron quienes me antecedieron, esto se ha venido desarrollando en forma paulatina.



A partir de 2014 se inició el proceso de reducción del contingente nacional en la Misión de Estabilización de Naciones Unidas en Haití, bajo el concepto de un retiro gradual, cooperativo y responsable. 



Aquello culminará en los próximos dos meses, señor Presidente; y considero importante situar ahí la discusión.



Con posterioridad se podrá debatir sobre el informe que se va a entregar y el balance del costo; y en otro contexto, habremos de evaluar nuestras futuras relaciones estratégicas con Haití.



Creo que como país hemos hecho bien al establecer una relación de cooperación con esa nación; al tener una presencia importante en el Caribe; al colaborar con otras fuerzas armadas de la región, en que ha habido un aprendizaje muy significativo que políticamente va a rendir mucho a futuro, lo cual se podrá evaluar también. 



Sin embargo, el único propósito hoy día para prorrogar, por el plazo de dos meses, la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití es culminar un proceso de retiro ordenado, eficaz y responsable. 



Por eso, la bancada socialista votará a favor de esta solicitud. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, estamos analizando la solicitud de la Presidenta de la República para prorrogar, por el plazo de dos meses, la permanencia de tropas y medios nacionales en Haití, la cual fue aprobada hoy día por las Comisiones unidas de Relaciones Exteriores y de Defensa Nacional.



Aquello se pide más bien por razones logísticas, al objeto de que el 10 por ciento de las tropas que Chile envió a Haití se quede para desarmar el campamento, trasladar todo el equipo que se desplegó ahí, esfuerzo que a mi juicio hay que valorar, pues todo esto se hará empleando medios aéreos y marítimos propios. 



Eso es lo que estamos debatiendo hoy día.



Asimismo, resulta importante connotar que algunos efectivos de Carabineros y de la Policía de Investigaciones van a permanecer un tiempo más en Haití para consolidar todo lo que realizaron en materia de asesoría a la fuerza policial haitiana. 



Ahora bien, creo que el debate de fondo sobre esta misión lo tendremos que realizar en algunos meses más, cuando el Gobierno, a través de los Ministerios de Relaciones Exteriores y de Defensa, informe al Senado -por ley, debe hacerlo obligatoriamente- sobre lo ocurrido durante estos 13 años.



Ese día, indudablemente, analizaremos con profundidad, en un contexto adecuado, las razones que tuvo Chile para incorporarse a esta misión de las Naciones Unidas; el comportamiento de nuestro país durante su realización; el cumplimiento del mandato de la ONU por parte de otras naciones, en particular las más poderosas del planeta. Ello, con los datos que nos entreguen los Ministros de Defensa Nacional y de Relaciones Exteriores y el Jefe del Estado Mayor Conjunto, en su calidad de Autoridad Militar Nacional, quien tiene la responsabilidad de ejercer el mando sobre todas las unidades chilenas desplegadas en operaciones de paz.



Lo único que quiero expresar en este momento es que durante 13 años nuestras Fuerzas Armadas desempeñaron un papel verdaderamente relevante, el cual debemos valorar hoy día.



En primer lugar, la misión se cumplió a cabalidad en términos militares. La presencia de nuestras tropas contribuyó a que en Haití no se produjera un genocidio y se buscara su normalización institucional, teniendo presentes las condiciones en que se encontraba esa nación.



También se registraron muy pocas bajas: solo un suboficial de la Armada falleció en acto de servicio. Ello demuestra que las medidas tomadas para resguardar la seguridad y la tranquilidad del personal militar que estuvo en Haití funcionaron perfectamente, a pesar de los riesgos inherentes de esa operación. No era fácil ni sencilla esta misión, y había que enfrentar diversos peligros, lo que da cuenta del grado de profesionalismo con que se actuó.



En los minutos que me restan, debo expresar aquello.



Asimismo, tengo que señalar nuestra preocupación como país, por cuanto otro de los objetivos de la MINUSTAH era iniciar el camino para la erradicación de la pobreza en Haití; sacar a este país del subdesarrollo y del estado de postración y miseria en que se encontraba.



En tal sentido, grandes potencias como Estados Unidos o Francia jugaban un rol mucho más relevante que Chile.



Sin embargo, me parece que esa materia quedó en deuda. Porque si bien algunos indicadores de pobreza han mejorado y también la gobernabilidad, no hay duda de que Haití sigue siendo una nación en riesgo, un Estado en crisis, con una situación extraordinariamente precaria.



Por lo tanto, queda la incertidumbre de si los esfuerzos que se realizaron durante 13 años, en especial de nuestras tropas, valieron verdaderamente la pena. Ello dependerá de la evolución que se experimente sobre el particular durante los próximos meses.



De tal manera que sería oportuno que uno de los aspectos a discutir cuando concluya esta misión fuera el cumplimiento de los compromisos que las naciones más poderosas del planeta asumieron para ayudar a un país tan desvalido como Haití.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba la solicitud de la Presidenta de la República sobre prórroga de la permanencia de tropas y medios militares chilenos en Haití (27 votos a favor, una abstención y un pareo).


Votaron por la afirmativa las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Allamand, Araya, Bianchi, Chahuán, De Urresti, García, Girardi, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Navarro, Ossandón, Pérez Varela, Pizarro, Prokurica, Quinteros, Tuma y Andrés Zaldívar.


Se abstuvo el señor Coloma.


No votó, por estar pareado, el señor Espina.

MEDIDAS ANTE RIESGO GRAVE E INMINENTE PARA VIDA O SALUD DE TRABAJADORES DURANTE SU LABOR

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- A continuación, corresponde ocuparse en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que modifica el Código del Trabajo para establecer mecanismos de protección en situaciones de emergencia o de falta de seguridad laboral, con informe de la Comisión de Trabajo y Previsión Social.

--Los antecedentes sobre el proyecto (7.547-13 y 9.385-13, refundidos) 

figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 48ª, en 13 de septiembre de 2016 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Trabajo y Previsión Social: sesión 69ª, en 23 de noviembre de 2016.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Los principales objetivos de esta iniciativa son los siguientes:


-Establecer la obligación del empleador, en caso de sobrevenir en el lugar de trabajo un riesgo grave e inminente para la vida o salud de los trabajadores, de informar a estos sobre tal riesgo y adoptar las medidas para la evacuación y suspensión inmediata de las faenas.



-Asegurar el derecho de todo trabajador a interrumpir y abandonar sus labores cuando razonablemente considere que continuar en ellas signifique un riesgo grave e inminente para su vida o salud.



La Comisión de Trabajo y Previsión Social discutió este proyecto en general y en particular, por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó con dos enmiendas de carácter formal, por la unanimidad de los miembros presentes, Senadores señoras Goic y Muñoz y señores Larraín y Letelier.


Las modificaciones dicen relación con sustituir en el inciso segundo del artículo 184 bis la expresión “dicha labor” por “ellas” y la palabra “labores”, la última vez en que aparece, por el vocablo “mismas”. Estas enmiendas, dado su carácter meramente formal, no deben implicar un tercer trámite constitucional.



El texto que se propone aprobar se consigna en las páginas 10 y 11 del informe y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen en sus escritorios.



Nada más, señor Presidente.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general y particular el proyecto.



Tiene la palabra la Senadora señora Goic.

La señora GOIC.- Señor Presidente, el proyecto de ley que estamos discutiendo tuvo su origen en dos mociones, una de 2011 y otra de 2014, de diversos Diputados y Diputadas: Andrade, Auth, Becker, Browne, Monckeber, Campos, Jiménez, Monsalve, Muñoz (hoy es Senadora) y Harboe (actualmente es Senador), y considera como fundamento para su presentación a trámite legislativo la situación vivida en algunas empresas ubicadas en zonas de inundación que, ante la alarma de maremoto y la orden de evacuación emitida a raíz del terremoto de 2011 en Japón, dispusieron la continuidad de los turnos de sus trabajadores, haciendo caso omiso de la resolución de la autoridad frente a esa emergencia.



En concordancia con la experiencia que acabo de relatar, se halla el episodio ocurrido en la mina San José, en la Región de Atacama, que también corresponde recordar, ya que tales situaciones, aparte de otras acaecidas en nuestro país, han puesto en discusión la necesidad de garantizar, en el caso de las circunstancias excepcionales que consigna esta iniciativa, la seguridad y la salud de los trabajadores y de reconocer además el derecho que ellos tienen a interrumpir y abandonar sus labores sin sufrir ningún perjuicio o menoscabo.



Con relación a esta materia, cabe dejar constancia de una moción de la Senadora Allende que tiene como objetivo el resguardo del trabajador minero cuando el empleador no cumpla con la entrega de los elementos de protección personal que sean necesarios, cuyo análisis en la Comisión de Trabajo se encuentra pendiente.


En mi calidad de Presidenta del referido órgano técnico, me parece pertinente mencionarlo, porque -reitero- tiene que ver con lo que ahora estamos debatiendo.


Como ya reseñó el señor Secretario, el empleador -según señala este proyecto- tendrá la obligación, en caso de sobrevenir en el lugar de trabajo un riesgo grave e inminente para la vida o salud de los trabajadores, de informar a estos sobre tal riesgo y adoptar todas las medidas para la evacuación y suspensión inmediata de las faenas.


Por otro lado, se asegura el derecho de todo trabajador a interrumpir y abandonar sus labores cuando razonablemente considere que continuar en ellas signifique un riesgo grave e inminente para su vida o salud.


También es conveniente destacar que la normativa propuesta consagra a la Dirección del Trabajo como la entidad encargada de fiscalizar el cumplimiento de las obligaciones y derechos que se contemplan.



En el fondo, se recogen tres hipótesis que fueron concordadas en las sesiones que llevamos a cabo en la Comisión. 



En primer lugar, que existiría un peligro inminente y que al empleador le asiste la obligación de proteger a sus trabajadores.



En seguida, la situación de que, si por alguna razón el empleador no cumple con esa obligación, el trabajador tiene el derecho de ausentarse al percibir que efectivamente hay un riesgo grave para su vida o su salud.



Por último, que la evacuación sea decretada obviamente por una autoridad competente (la ONEMI o la Gobernación Marítima, dependiendo del caso). En tal sentido, la obligación debe apuntar a lo prioritario: el resguardo de la vida y la salud de los trabajadores.



En todas esas hipótesis se contemplan los mecanismos necesarios para reanudar las faenas en el más breve plazo, no pudiendo existir, debido a la aplicación de las circunstancias anteriores, ningún tipo de menoscabo en las remuneraciones de aquellos.



Obviamente, el tiempo más breve factible -y fue parte de nuestra discusión- va a depender de las condiciones en que se dé la situación pertinente; o sea, del daño registrado y de la adopción de las medidas indispensables para garantizar la seguridad laboral.



Con respecto a su obligación de dar cuenta al empleador, dentro del plazo más breve posible, de las razones por las cuales suspende sus labores, se determinó que el trabajador que invoque la norma que proponemos únicamente debe argumentar en el sentido de que las condiciones laborales del momento son inseguras para su vida o su salud; no cabe otra fundamentación.



En el fondo, se trata de garantizar la adopción de medidas inmediatas -información sobre sistema de evacuación, en fin- para evitar que corra riesgo la vida o la salud de los trabajadores.



Señor Presidente, en la Comisión de Trabajo y Previsión Social, la unanimidad de sus miembros presentes (Senadoras Muñoz y Goic y Senadores Larraín y Letelier) aprobamos en general y particular esta iniciativa, que, además, se ajusta a la práctica mundial y a los estándares de la Organización Internacional del Trabajo.



Por consiguiente, le recomendamos a la Sala acogerla en la misma forma.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Les parece a Sus Señorías?

El señor ALLAMAND.- Conforme.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Para fundar su voto, tiene la palabra la Senadora señora Muñoz.

La señora MUÑOZ.- Señor Presidente, solo quiero llamar a mis Honorables colegas a que aprobemos y despachemos esta iniciativa, que, tal como informó nuestra Presidenta, la Senadora señora Goic, surgió en momentos de una gran crisis...

El señor ALLAMAND.- ¿Nuestra Presidenta…?

La señora MUÑOZ.- Nuestra Presidenta.



Es bien nuestra. Así que no tengo problemas en señalarlo.



Decía, señor Presidente, que este proyecto surgió en momentos de una gran crisis derivada de avatares de la naturaleza e incertidumbres humanas: el terremoto de Chile en 2010 y el terremoto y tsunami en Japón el año 2011.



En esa época, muchos trabajadores concurrieron a la Comisión respectiva de la  Cámara Baja -a la sazón, yo era Diputada- para plantear la preocupación y el temor que les provocaba el hecho de tener que mantenerse en sus puestos pese a estar viviendo circunstancias excepcionales que, a juicio de ellos y de la ciudadanía toda, ponían en riesgo su salud o su vida.



Por eso, es muy importante que incorporemos en nuestra legislación laboral la norma sugerida, que zanja el conflicto que se produce a raíz de la decisión del empleador de mantener a los trabajadores en sus puestos pese a la existencia de situaciones graves o gravísimas (por ejemplo, la explosión de una bomba, un acto terrorista, un terremoto, un maremoto) que ponen en riesgo su seguridad. Y ello se logra por la vía de liberar a los trabajadores de la obligación de mantenerse en sus puestos cuando se registran hechos de aquella connotación.



Señor Presidente, se trata de una muy buena iniciativa, que lleva muchos años de tramitación. Es relevante, entonces, que el Senado la despache.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, intervengo solo para reafirmar lo que acaban de plantear en la Sala las Senadoras Carolina Goic, titular de la Comisión de Trabajo, y Adriana Muñoz.



En efecto, esta iniciativa emanó de varias mociones que se refundieron con el propósito de buscar protección para los trabajadores en situaciones de emergencia.



Cuando ha habido terremotos, tsunamis y otros desastres de la naturaleza durante las actividades laborales de las empresas, se ha visto que no todas reaccionan debidamente y, por tanto, muchas veces dejan a los trabajadores en la incertidumbre sobre la manera de actuar.



Por eso, la finalidad de las mociones presentadas es, fundamentalmente, obligar al empleador a informar a todos los trabajadores acerca de la situación de emergencia; a adoptar medidas para la suspensión inmediata de las faenas, y, en caso de que esto último no haya ocurrido, a autorizar a aquellos para que de hecho evacuen los lugares afectados por una contingencia que tenga una posibilidad razonable de convertirse en una situación grave o mayor.



Nos parece perfectamente razonable proceder de la manera indicada.



Los antecedentes que recibimos en la Comisión, donde participaron dirigentes sindicales de distintas organizaciones y la Dirección del Trabajo, confirman que estamos avanzando debidamente.



Hicimos algunas correcciones menores, para asegurar la calidad técnica del proyecto.



Por lo expuesto, confirmo nuestra votación favorable a la iniciativa.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- El Senador señor Letelier no está en la Sala.



Tiene la palabra el Senador señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- No voy a intervenir, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (16 votos a favor).


Votaron las señoras Goic, Muñoz y Lily Pérez y los señores Allamand, Araya, Coloma, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Moreira, Ossandón, Pizarro, Prokurica, Tuma y Andrés Zaldívar.
La señora ALLENDE.- Pido que se agregue mi voto favorable.
El señor CHAHUÁN.- Y también el mío.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señora Allende y señor Chahuán.


No se han presentado indicaciones.



Les pregunto a los miembros de la Comisión de Trabajo si se requiere plazo para formular indicaciones o si aprobamos también en particular el proyecto, que es de artículo único.

El señor LARRAÍN.- En la Comisión se aprobó en general y en particular por unanimidad.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?



Acordado.



--Con la misma votación anterior (16 votos afirmativos), el proyecto queda aprobado también en particular y despachado en este trámite.
)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Con motivo del Censo, varios Senadores y Senadoras tienen que trasladarse a sus regiones para atender deberes en ese ámbito.



Por lo tanto, habiéndose cumplido su objetivo, levantaré la sesión, sin perjuicio de dar curso reglamentario a las peticiones de oficios que han llegado a la Secretaría.
PETICIONES DE OFICIOS



--Los oficios cuyo envío se anunció son los siguientes:



Del señor BIANCHI:



Al señor Ministro de Relaciones Exteriores y a la señora Directora Nacional de Fronteras y Límites, para que informen sobre ESTADO DE AVANCE BINACIONAL DE DEFINICIÓN DE LÍMITES FRONTERIZOS CON ARGENTINA.



Al señor Ministro de Desarrollo Social, pidiéndole AUMENTO DE MONTO DE “ESTIPENDIO” Y COBERTURA A TODA PERSONA CON DEPENDENCIA SEVERA EN REGIÓN DE MAGALLANES.



A la señora Ministra de Bienes Nacionales, formulándole consultas acerca de POLÍTICA SOBRE VENTA DE TIERRAS EN ZONAS EXTREMAS, ESPECIALMENTE EN EL SUR DE CHILE, Y MEDIDAS PARA RESGUARDO DE TERRITORIO NACIONAL EN COMPRA DE TERRENOS DE COLONOS POR TERCEROS.



Y al señor Superintendente de Pensiones, solicitándole que dé a conocer MONTO DE RECAUDACIÓN DE CAJAS DE COMPENSACIÓN POR APORTES DE PENSIONADOS Y DESTINO DE RECURSOS PERTINENTES.


Del señor CHAHUÁN:



A la señora Secretaria Regional Ministerial de Salud y al señor Secretario Regional Ministerial del Medio Ambiente, ambos de Valparaíso, a fin de que informen respecto de MEDIDAS DISPUESTAS ANTE EMANACIÓN DE GAS TÓXICO REGISTRADA EN MARZO ÚLTIMO EN VENTANAS, COMUNA DE PUCHUNCAVÍ.



Del señor DE URRESTI:



A los señores Ministros de Defensa Nacional y del Medio Ambiente; Comandante en Jefe de la Armada, y Subsecretario de Pesca, pidiéndoles remitir antecedentes relativos a EVENTUAL AUTORIZACIÓN A EMPRESA OCÉANOS PARA “FERTILIZACIÓN” DE COSTAS DE CHILE CON HIERRO. Y a los señores Ministro de Obras Públicas, Comandante en Jefe de la Armada y Alcalde de Los Lagos, solicitándoles información sobre AUTORIZACIÓN PARA EXTRACCIÓN DE ÁRIDOS DESDE RÍOS SAN PEDRO Y QUINCHILCA, DE COMUNA DE LOS LAGOS.


De los señores ESPINA, ALLAMAND, CHAHUÁN, GARCÍA y LARRAÍN y señora VON BAER:



Al señor Fiscal Nacional del Ministerio Público, requiriéndole INVESTIGACIÓN EN CUANTO A ORIGEN DE RECURSOS PARA PAGO DE FIANZAS DE IMPUTADOS POR CRIMEN TERRORISTA DE MATRIMONIO LUCHSINGER-MACKAY, Y A SU NEXO CAUSAL.



Del señor GARCÍA:



Al señor Ministro del Interior y Seguridad Pública, pidiéndole otorgamiento, mediante Intendencia o Gobernación, de SUBSIDIO A MATRIMONIO NAVARRETE-NAVARRETE, DE COMUNA DE ERCILLA, PARA FINANCIAMIENTO DE INSTALACIONES DE AGUA Y LUZ.



Del señor GIRARDI:



Al señor Subsecretario de Salud Pública, requiriéndole el envío de información sobre AUMENTO DE CASOS DE VIH Y DE ENFERMEDADES DE TRANSMISIÓN SEXUAL EN CHILE EN ÚLTIMO LUSTRO.


Del señor HORVATH:



Al señor Ministro de Obras Públicas, planteándole CONSTRUCCIÓN EN 2017, POR CUERPO MILITAR DEL TRABAJO, DE INFRAESTUCTURA ADICIONAL A CONCLUSIÓN DE PUENTES Y ACCESO DE RÍO BAKER A RÍO PASCUA. Y a los señores Ministros de Obras Públicas, de Agricultura y del Medio Ambiente y a la señora Ministra de Bienes Nacionales, recabándoles información referida a CAMINOS PÚBLICOS DE ZONAS SUR Y AUSTRAL; SOLICITUDES DE TERRENOS FISCALES, Y FONDOS PARA MANTENCIÓN Y MEJORAMIENTO DE ESTÁNDARES DE PROTECCIÓN Y DIFUSIÓN DE ÁREAS SILVESTRES.


Del señor MATTA:



Al señor Director de Vialidad, al objeto de que informe acerca de MONTOS INVERTIDOS Y POR INVERTIR EN CONSERVACIÓN DE RED SECUNDARIA DE CAMINOS Y KILÓMETROS A INTERVENIR EN COMUNAS DE PROVINCIAS DE LINARES Y DE CAUQUENES, y de FACTIBILIDAD DE REALIZACIÓN DE OBRAS PARA MEJORAMIENTO DE CALIDAD DE VIDA DE HABITANTES DE QUINAMÁVIDA.



Al señor Alcalde de Yerbas Buenas, pidiéndole antecedentes sobre PROYECTO DE ALCANTARILLADO Y AMPLIACIÓN DE COPA DE AGUA PARA VILLA CORDILLERA E INCLUSIÓN EN PMU 2017 DE CONSTRUCCIÓN DE SEDE SOCIAL PARA COMITÉ DEL SECTOR. Y al señor Secretario Regional Ministerial de Educación del Maule, consultándole en cuanto a FACTIBILIDAD DE MAYOR CAPACIDAD DE NAVEGACIÓN EN INTERNET PARA ESCUELA ARTURO PRAT, DE SECTOR BAJO ESMERALDA, COMUNA DE YERBAS BUENAS.


A la señora Directora de Vialidad del Maule, requiriéndole informar sobre ENTREGA DE PLANOS DE PROYECTO DE PAVIMENTACIÓN DE RUTA L-45 PARA PROSECUCIÓN DE OBRAS DE CAPTACIÓN DE AGUAS SUBTERRÁNEAS POR COMITÉ DE AGUA POTABLE RURAL LLEPO-PEÑASCO. 


Al señor Director Provincial de Vialidad de Linares, pidiéndole gestionar INSTALACIÓN DE SEÑALÉTICA PARA RESGUARDO A ALUMNOS DE ESCUELA ARTURO PRAT, DE COMUNA DE YERBAS BUENAS. 


A la señora Secretaria Ejecutiva de la Comisión Nacional de Riego, solicitándole antecedentes en torno a INCLUSIÓN DE ESTUDIO PARA NUEVO EMBALSE DE RÍO LONGAVÍ EN “PLAN DE GRANDES OBRAS”; AUMENTO PRESUPUESTARIO; ACTUALIZACIÓN DE POLÍTICAS GUBERNATIVAS RECTORAS DE PROGRAMA DE RECURSOS, Y FOMENTO DE INVERSIÓN PRIVADA EN OBRAS MENORES DE RIEGO Y DRENAJE. 


Y a la señora Directora de Instituto Nacional del Deporte de la Región del Maule, pidiéndole NUEVO COMODATO DE INMUEBLE PARA CLUB DE RAYUELA ESTADIO, DE LA COMUNA DE CAUQUENES.



Del señor NAVARRO:



Al señor Ministro de Obras Públicas y a la señora Ministra de Transportes y Telecomunicaciones, recabándoles ENVÍO DE COPIA DE PLAN NACIONAL DE ACCESIBILIDAD VIAL PORTUARIA 2017.


A la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo; al señor Subsecretario de Vivienda y Urbanismo; al señor Secretario Regional Ministerial Metropolitano de Vivienda y Urbanismo, y a la señora Directora del Servicio de Vivienda y Urbanización de la Región Metropolitana, para que se remita COPIA DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL DE COMUNA DE ESTACIÓN CENTRAL, CON PRECISIÓN DE INMOBILIARIAS CON PERMISOS DE EDIFICACIÓN Y DE AUTORIDAD OTORGANTE, ASÍ COMO DE ETAPA DE PLAN REGULADOR; Y COPIA DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL Y DE PLAN REGULADOR DE COMUNA DE SANTIAGO, CON PRECISIÓN DE INMOBILIARIAS CON PERMISOS DE EDIFICACIÓN.



Y al señor Alcalde de Estación Central, a fin de que envíe COPIA DE ORDENAMIENTO TERRITORIAL DE COMUNA, CON PRECISIÓN DE INMOBILIARIAS CON PERMISOS DE EDIFICACIÓN Y DE AUTORIDAD OTORGANTE.



Al señor General Director de Carabineros de Chile, con el objeto de pedir opinión acerca de LESIONES DE SEÑOR JUAN SOTO POR ACTUACIÓN DE CARABINERO.



De la señora PÉREZ (doña Lily):



Al señor Superintendente de Educación y al señor Secretario Regional Ministerial de Educación de Valparaíso, para que se informe acerca de RECONOCIMIENTO DE ESTUDIOS EN HOTELERÍA A COLEGIO GENERAL VELÁSQUEZ, DE PUCHUNCAVÍ.



Del señor PÉREZ VARELA:



Al señor Ministro de Obras Públicas, a fin de que se remita DETALLE DE RECURSOS PRESUPUESTARIOS DE GLOSA 05 DE PROGRAMA 12 AGUA POTABLE RURAL Y NÓMINA DE INICIATIVAS DURANTE 2016 Y CON PLANIFICACIÓN PARA 2017.

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se levanta la sesión.


--Se levantó a las 17:27.








Manuel Ocaña Vergara,









   Jefe de la Redacción
ANEXOS
DOCUMENTOS
1

PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL “CONVENIO DE TRANSPORTE AÉREO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA COOPERATIVA DE GUYANA”, SUSCRITO EN SANTIAGO, CHILE, EL 24 DE OCTUBRE DE 2016 

(11.167-10)


Oficio Nº 13.277


VALPARAÍSO, 13 de abril de 2017

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N° 11.167-10:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Convenio de Transporte Aéreo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República Cooperativa de Guyana”, suscrito en Santiago, Chile, el 24 de octubre de 2016.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

2

PROYECTO DE ACUERDO, DE LA HONORABLE CÁMARA DE DIPUTADOS, QUE APRUEBA EL “SEGUNDO PROTOCOLO MODIFICATORIO DEL PROTOCOLO ADICIONAL AL ACUERDO MARCO DE LA ALIANZA DEL PACÍFICO, SUSCRITO ENTRE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA, LA REPÚBLICA DE CHILE, LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS Y LA REPÚBLICA DEL PERÚ”, EN PUERTO VARAS, CHILE, EL 1 DE JULIO DE 2016

(11.172-10)


Oficio Nº 13.278

VALPARAÍSO, 13 de abril de 2017

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N° 11.172-10:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el Segundo Protocolo Modificatorio del Protocolo Adicional al Acuerdo Marco de la Alianza del Pacífico, suscrito entre la República de Colombia, la República de Chile, los Estados Unidos Mexicanos y la República del Perú, en Puerto Varas, Chile, el 1 de julio de 2016.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Fidel Espinoza Sandoval, Presidente de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.

3

INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL “PROTOCOLO DE ENMIENDA AL CONVENIO DE INTEGRACIÓN CINEMATOGRÁFICA IBEROAMERICANA”, SUSCRITO EN CÓRDOBA 

(10.996-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 21 de octubre de 2016.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 4 de enero de 2017, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso, y el Director de Asuntos Culturales, señor Patricio Powell.





Asimismo, concurrieron del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes: el Secretario Ejecutivo del Consejo del Arte y la Industria Audiovisual, señor Martín Rodríguez, y la Encargada de Asuntos Internacionales, señorita Tatiana Emden.




También participaron la Asesora de la Fundación Jaime Guzmán, señora María Teresa Urrutia, y el Asesor del Senador Alejandro García-Huidobro, señor Ignacio Morandé.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, promulgado por decreto supremo N° 5, de 9 enero de 2012, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial el 19 de mayo del 2012.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- El Mensaje señala que el Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana fue adoptado en Caracas, Venezuela, el 11 de noviembre de 1989, por la Conferencia de Autoridades Cinematográficas de Iberoamérica. Añade que Chile adhirió a este instrumento el 2 de febrero de 2007, incorporándose al orden jurídico nacional mediante decreto supremo N° 5, de 9 enero de 2012, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial el 19 de mayo del mismo año.




Agrega el Ejecutivo que el Protocolo de Enmienda al referido Convenio, acordado por los Estados Parte, fue suscrito con el objetivo de introducir modificaciones al referido instrumento internacional, las que se consideraron necesarias para un perfeccionamiento normativo de éste y para con ello fortalecer y ampliar el desarrollo cinematográfico y audiovisual de los países iberoamericanos.




Por último, señala que, en síntesis, dichas enmiendas tienen por objeto: modificar el título del Convenio a “Convenio de Integración Cinematográfica y Audiovisual Iberoamericana”; enmendar el nombre de la Conferencia a “Conferencia de Autoridades Audiovisuales y Cinematográficas de Iberoamérica (CAACI)”; ampliar el campo de aplicación del Convenio, al incorporar la actividad audiovisual en general a los beneficios del mismo, es decir, no restringiéndolo a la cinematografía; reemplazar las alusiones a Estados Miembros por “Estados Parte” del Convenio; e introducir cambios en los organismos a cargo de la ejecución del Convenio, describiendo la naturaleza de la CAACI, incorporando al Consejo Consultivo de la CAACI y precisando las situaciones en que se convocarán Comisiones de Trabajo.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 28 de noviembre de 2016, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 20 de diciembre de 2016 y aprobó el proyecto, por la unanimidad de sus integrantes presentes.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 3 de enero de 2017, aprobó el proyecto, en general y en particular, por la unanimidad de sus miembros presentes (102 votos).




4.- Instrumento Internacional.- El Acuerdo consta de XXVI artículos.





El artículo I incorpora expresamente el rubro audiovisual a la actividad cinematográfica, enmendado el título del Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana por el siguiente: “Convenio de Integración Cinematográfica y Audiovisual Iberoamericana”.




A su vez, los artículos II, III, IV, V, VI, VII, VIII, XI, XIV, XVII, XVIII y XX del Protocolo introducen enmiendas al tercer considerando y a los artículos IV, V, VI, IX, XIII, XV, XVIII, XXI, XXIII, XXV y XXVII del Convenio, respectivamente, para cambiar la denominación de “Estados Miembros” a “Estados Parte”.




El artículo IX del Protocolo cambia el nombre de la Conferencia a “Conferencia de Autoridades Audiovisuales y Cinematográficas Iberoamericanas” (“CAACI”), de modo de incluir las actividades “audiovisuales” en el artículo XVI del Convenio, y modifica los órganos auxiliares, incorporando al Consejo Consultivo de la CAACI y adecuando la referencia a la disposición referida a las comisiones.




A su turno, los artículos X, XI, XII, XIII, XIV, XVI, XIX, y XXI del Protocolo modifican los artículos XVII, XVIII, XIX, XX, XXI, XXII, XXVI y XXVIII del Convenio, a los efectos de registrar también el cambio de nombre de la Conferencia.





El artículo X del Protocolo, además de modificar el nombre de la Conferencia a “CAACI” y de Estados Miembros a “Estados Parte” en el artículo XVII del Convenio, dota a la CAACI de personalidad jurídica internacional y capacidad para celebrar toda clase de actos y contratos necesarios para el cumplimiento de sus objetivos con los Estados Parte de la Conferencia, con terceros Estados y con otras organizaciones internacionales. Asimismo, faculta a la Conferencia para invitar a sus reuniones a Estados que no sean Parte del Convenio, así como a otros organismos, asociaciones, fundaciones, o cualquier otro ente de derecho privado y a personas naturales, cuyos derechos y obligaciones serán determinados por el reglamento interno de la CAACI.





Por su parte, el artículo XV del Protocolo incorpora un nuevo artículo, a continuación del artículo XXI del Convenio, mediante el que se establece un Consejo Consultivo asesor de la Secretaría Ejecutiva de la Cinematografía Iberoamericana (“SECI”), cuyo funcionamiento estará regulado mediante reglamento dictado por la CAACI y que estará conformado por no menos de tres de los Estados Parte y se reunirá a solicitud del Secretario Ejecutivo.




El artículo XVI del Protocolo modifica el artículo XXII del Convenio, relativo a las comisiones de trabajo, agregando que la CAACI podrá establecer comisiones de trabajo en las áreas de producción, distribución y exhibición cinematográfica u otras de interés, integradas por los representantes de los Estados Parte interesados, y que tendrán las funciones que la CAACI estime adecuadas.




Después, el artículo XXII del Protocolo adecua la numeración de los artículos del Convenio.




El artículo XXIII del Protocolo indica que éste podrá ser suscrito por todos los Estados Parte del Convenio.




Los artículos XXIV y XXV aluden al depósito del Protocolo en el Estado Sede de la SECI y al envío de copias certificadas a los países miembros del Convenio para su ratificación o adhesión, y al depósito de estos últimos instrumentos.




Finalmente, el artículo XXVI regula la entrada en vigor del Protocolo, indicando que esto se verificará cuando nueve de sus Estados signatarios hayan depositado el instrumento de ratificación respectivo. Para los demás Estados, el Protocolo regirá a partir de la fecha de depósito del respectivo instrumento de ratificación o adhesión. Al entrar en vigor el Protocolo, éste se considerará como parte integrante del Convenio.

- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, colocó en discusión el proyecto.





El Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, indicó que este acuerdo internacional tiene por objeto establecer una red en materia de coproducción cinematográfica, lo cual, a su vez, permite una colaboración y un intercambio mucho mayor en esta área, y que va en directo beneficio de nuestros creadores cinematográficos.





Agregó que nuestro país ha tenido en los últimos veinte años un enorme desarrollo en materia cinematográfica, lo cual ha posibilitado la aparición de nuevos directores, algunos de ellos con un desarrollo muy promisorio incluso a nivel internacional.





Luego, el Director de Asuntos Culturales de la Cancillería, señor Patricio Powell, destacó que la cinematografía demanda asociaciones a nivel internacional, a fin de expandir y potenciar esta actividad, en un área en que Chile ha tenido una excelente experiencia y que puede ser mejorada aún más. Añadió que, desde el punto de vista de nuestra política exterior, esto es algo favorable.





A continuación, el Secretario Ejecutivo del Consejo del Arte y la Industria Audiovisual, del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Martín Rodríguez, explicó que el beneficio de estos acuerdos de coproducción con otros países radica en que cada uno de los coproductores puede presentar su película o la obra resultante como una obra nacional, por lo tanto, puede aplicar a todos los fondos disponibles en ese país.





Expresó que, en la actualidad, Chile tiene acuerdos de coproducción internacional con Argentina, Brasil, Venezuela, Canadá, Francia e Italia. Añadió que, en estos momentos, avanzan gestiones para concluir acuerdos de este tipo con Alemania y con la Federación Valonia en Bruselas. Agregó que actualmente nuestro país no ha suscrito convenios con México, España, Colombia, entre otros, no por falta de voluntad, sino que por la extensión de la tramitación de ellos.





Señaló que Chile integra la Conferencia de Autoridades Cinematográficas Iberoamericana, que es una organización constituida por las máximas autoridades de veintidós países, donde participan España y Portugal. Añadió que este Convenio opera sobre la plataforma de este acuerdo cinematográfico internacional.





Destacó que la ratificación de estas enmiendas permitirá a Chile tener, automáticamente, acuerdos de coproducción con todos los países que han firmado hasta ahora, con lo que se abrirían coproducciones con México, España y Colombia. 





Agregó que la Conferencia de Autoridades no solo sustenta proyectos de coproducción, mediante el programa Ibermedia, sino que también programas dedicados al cine documental y una plataforma de cine que se exhibe por televisión on line, en muchos países latinoamericanos.





A continuación, el Honorable Senador Larraín preguntó cuántos países han suscrito este Convenio.





El señor Rodríguez contestó que el Convenio de integración ya ha sido ratificado por 15 países.





El Honorable Senador Larraín señaló que muchos países cuentan con ventajas tributarias significativas que favorecen la producción nacional, como por ejemplo, Brasil y Colombia. Añadió que este instrumento permite acceder a esos beneficios cuando se hace la producción en esos países.





Por su parte, el Honorable Senador señor Lagos consultó si efectivamente se aplican estos beneficios.





El señor Rodríguez respondió afirmativamente. Luego, aseguró que más del 80% de las películas chilenas que han tenido repercusión internacional son coproducciones con países con los cuales se tienen acuerdos. El resto son denominadas coproducciones privadas.





Por último, indicó que de los tres países latinoamericanos con que tenemos acuerdos, Brasil, Argentina y Venezuela, los dos primeros son, por lejos, los socios más fuertes en esta región.




Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro.
- - -




En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébase el “Protocolo de Enmienda al Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana”, suscrito en Córdoba, España, el 28 de noviembre de 2007.”.
- - -




Acordado en sesión celebrada el día 11 de abril de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.





Sala de la Comisión, a 11 de abril de 2017.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE RELACIONES EXTERIORES RECAÍDO EN EL PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL “ACUERDO LATINOAMERICANO DE COPRODUCCIÓN CINEMATOGRÁFICA, ADOPTADO EN CARACAS, VENEZUELA, EL 11 DE NOVIEMBRE DE 1989, Y SU PROTOCOLO DE ENMIENDA”, SUSCRITO EN LA CIUDAD DE BOGOTÁ, COLOMBIA, EL 14 DE JULIO DE 2006

(10.997-10)

HONORABLE SENADO:





Vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de informaros el proyecto de acuerdo de la referencia, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, de fecha 21 de octubre de 2016.





Se dio cuenta de esta iniciativa ante la Sala del Honorable Senado en sesión celebrada el 4 de enero de 2017, donde se dispuso su estudio por la Comisión de Relaciones Exteriores.




A la sesión en que se analizó el proyecto de acuerdo en informe, asistieron, especialmente invitados, del Ministerio de Relaciones Exteriores: el Director de Asuntos Jurídicos, señor Claudio Troncoso, y el Director de Asuntos Culturales, señor Patricio Powell.





Asimismo, concurrieron del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes: el Secretario Ejecutivo del Consejo del Arte y la Industria Audiovisual, señor Martín Rodríguez, y la Encargada de Asuntos Internacionales, señorita Tatiana Emden.




También participaron la Asesora de la Fundación Jaime Guzmán, señora María Teresa Urrutia, y el Asesor del Senador Alejandro García-Huidobro, señor Ignacio Morandé.

- - -





Asimismo, cabe señalar que, por tratarse de un proyecto de artículo único, en conformidad con lo prescrito en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, vuestra Comisión os propone discutirlo en general y en particular a la vez.

- - -

ANTECEDENTES GENERALES





1.- Antecedentes Jurídicos.- Para un adecuado estudio de esta iniciativa, se tuvieron presentes las siguientes disposiciones constitucionales y legales:





a) Constitución Política de la República. En su artículo 54, Nº 1), entre las atribuciones exclusivas del Congreso Nacional, el constituyente establece la de "Aprobar o desechar los tratados internacionales que le presentare el Presidente de la República antes de su ratificación.".





b) Convención de Viena sobre el Derecho de los Tratados, promulgada por decreto supremo Nº 381, de 5 de mayo de 1981, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial del 22 de junio de 1981.





c) Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana, promulgado por decreto supremo N° 5, de 9 enero de 2012, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial el 19 de mayo del 2012.





2.- Mensaje de S.E. la Presidenta de la República.- El Mensaje señala que el Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica”, fue adoptado en Caracas, Venezuela, el 11 de noviembre de 1989, y su Protocolo de Enmienda, suscrito en la ciudad de Bogotá, Colombia, el 14 de julio de 2006.




Agrega que, conforme a lo establecido en el artículo XVII del Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica, podrán adherirse a él los Estados iberoamericanos que sean parte del Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana. Añade que Chile adhirió a este Convenio el 2 de febrero de 2007, siendo incorporado al ordenamiento jurídico interno mediante el decreto supremo N° 5, de 9 de enero de 2012, del Ministerio de Relaciones Exteriores, publicado en el Diario Oficial el 19 de mayo del mismo año.




Por último, el Ejecutivo indica que la Conferencia de Autoridades Cinematográficas de Iberoamérica (“CACI”) aprobó en el año 2000 ciertas enmiendas al Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica, durante la IX Reunión Ordinaria celebrada en Madrid, España, y, en el año 2006, los Estados Partes del mismo resolvieron concertar el Protocolo de Enmienda al Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica, con el propósito de extender el Acuerdo a los Estados iberoamericanos, en razón que la coproducción cinematográfica y audiovisual no incluía únicamente a los Estados de América Latina.




3.- Tramitación ante la Honorable Cámara de Diputados.- Se dio cuenta del Mensaje Presidencial, en sesión de la Honorable Cámara de Diputados, del 28 de noviembre de 2016, donde se dispuso su análisis por parte de la Comisión de Relaciones Exteriores, Asuntos Interparlamentarios e Integración Latinoamericana.





Dicha Comisión estudió la materia en sesión efectuada el día 20 de diciembre de 2016 y aprobó el proyecto, por la unanimidad de sus integrantes presentes.





Finalmente, la Sala de la Honorable Cámara de Diputados, en sesión realizada el día 3 de enero de 2017, aprobó el proyecto, en general y en particular, por 100 votos a favor y 1 abstención.




4.- Instrumento Internacional.- El Acuerdo consta de un Preámbulo, veinte artículos y un Anexo “A”. El Protocolo, por su parte, se estructura sobre la base de un Preámbulo y de once artículos.





El artículo I define que se entiende por “obras cinematográficas en coproducción” las realizadas en cualquier medio y formato, de cualquier duración, por dos o más productores de dos o más países Miembros del Acuerdo, en base a un contrato de coproducción estipulado al efecto, de conformidad con las disposiciones de éste entre las empresas coproductoras, y debidamente registrado ante las autoridades competentes de cada país.




Asimismo, el artículo II señala que “obra cinematográfica” es aquella de carácter audiovisual registrada, producida y difundida por cualquier sistema, proceso o tecnología.




El artículo III dispone que las obras cinematográficas realizadas en coproducción serán consideradas como obras nacionales por las autoridades competentes en cada país coproductor. Igualmente, éstas se beneficiarán de las ventajas previstas para las obras cinematográficas nacionales en la legislación de cada país coproductor.





Por su parte, el artículo IV condiciona el goce de los beneficios del Acuerdo al cumplimiento de los requisitos establecidos en las normas de procedimiento, contenidas en el Anexo "A" del mismo.




El artículo V reglamenta la participación de cada uno de los coproductores en la coproducción, estableciendo los porcentajes que deberán corresponder a cada uno y limitando la participación de países no Miembros.





En este contexto, indica que necesariamente el coproductor mayoritario deberá ser de uno de los países Miembros. No obstante, la Secretaría Ejecutiva de la Cinematografía Iberoamericana podrá aprobar excepcionalmente variaciones a estos porcentajes.




Asimismo, las aportaciones de los coproductores minoritarios de los países miembros deben comportar obligatoriamente una participación técnica y artística efectiva.




La aportación de cada país coproductor incluirá dos actores nacionales de cada país en papeles principales o secundarios y, además, al menos dos de cualesquiera de los siguientes elementos, o uno solo si se trata de un director: autor de la obra preexistente, guionistas, director, compositores musicales, montador jefe o editor, director de fotografía, director de arte o escenógrafo o decorador jefe, director de sonido o sonidista de campo o mezclador jefe.




A su vez, el artículo VI establece que los países miembros se comprometen a cumplir ciertas obligaciones respecto de la coproducción en el marco del Acuerdo, a saber: las obras cinematográficas en coproducción deben ser realizadas con profesionales nacionales o residentes de los Estados miembros; los directores de las coproducciones deben ser nacionales o residentes de los Estados Miembros o coproductores de América Latina, del Caribe u otros países de habla hispana o portuguesa; el director debe ser la máxima autoridad artística y creativa en la coproducción; y las coproducciones realizadas bajo el Acuerdo deben respetar la identidad cultural de cada país coproductor habladas en cualquier lengua de la región.




El artículo VII señala que el revelado del negativo en los procesos de post-producción será realizado en cualquiera de los Estados miembros o coproductores, salvo acuerdo excepcional de los coproductores. Asimismo, la impresión o reproducción de copias será efectuada respetando la legislación vigente de cada país. Cada coproductor tendrá derecho a los contratipos, duplicados y copias que requiera, las que podrán realizarse por cualquier método existente.




Igualmente, el coproductor mayoritario será el encargado de la custodia de los originales de imagen y sonido, salvo que el contrato de coproducción especifique otras modalidades. Finalmente, cuando la coproducción se realice entre países de distinta lengua, existirán las versiones que los coproductores acuerden, conforme a la legislación vigente en cada país.




Enseguida, el artículo VIII dispone que, en principio, cada país coproductor se reservará los beneficios de la explotación en su propio territorio. Cualquier otra modalidad contractual requerirá la aprobación previa de las autoridades competentes de cada país coproductor.




El artículo IX manda que en los contratos de coproducción se establecerán las condiciones relativas a la repartición de los mercados entre los coproductores, mercadeo, áreas, responsabilidades, gastos, comisiones, ingresos y cualesquiera otras condiciones que se consideren necesarias.




Luego, el artículo X promueve la realización de obras cinematográficas de especial valor artístico y cultural entre empresas productoras de los Estados Miembros.




El artículo XI señala que los créditos o títulos de obras cinematográficas realizadas bajo el Acuerdo deberán indicar, en cuadro separado, el carácter de coproducción de éstas y el nombre de los países participantes. Del mismo modo, a menos que los coproductores decidan otra cosa, las obras cinematográficas realizadas en coproducción serán presentadas en los festivales internacionales por el país del coproductor mayoritario o, en el caso de participaciones financieras igualitarias, por el país del coproductor del cual el director sea residente.




Los premios, subvenciones, incentivos y demás beneficios económicos que fuesen concedidos a las obras cinematográficas, podrán ser compartidas entre los coproductores, de acuerdo a lo establecido en el contrato de coproducción y a la legislación vigente en cada país. Asimismo, todo premio que no sea en efectivo será conservado en depósito por el coproductor mayoritario, o en la forma en que lo establezca el contrato de coproducción.




Por su parte, el artículo XII expresa que, en relación a la exportación de obras cinematográficas realizadas en coproducción, hacia países en los cuales las importaciones de obras cinematográficas están sujetas a cupos o cuotas, se aplicará lo siguiente:




a) La obra cinematográfica se imputará, en principio, al cupo o cuota del país cuya participación sea mayoritaria.




b) En el caso de obras cinematográficas que comporten una participación igualitaria entre los países, la obra cinematográfica se imputará al cupo o cuota del país que tenga las mejores posibilidades de exportación.




c) En caso de dificultades, la obra cinematográfica se imputará al cupo o cuota del país coproductor del cual el director sea residente.




d) Si uno de los países coproductores dispone de la libre entrada de sus obras cinematográficas en el país importador, las realizadas en coproducción serán presentadas como nacionales por ese país coproductor, para gozar del correspondiente beneficio.




El artículo XIII ordena la facilitación de la circulación y permanencia del personal artístico y técnico que participe en las obras cinematográficas realizadas en coproducción, y de la importación y exportación temporal en los países coproductores del material necesario para la realización de las coproducciones, según la normativa vigente en cada país.




Asimismo, el artículo XIV regula que se sujeta la transferencia de divisas generada por el cumplimiento del contrato de coproducción a la legislación vigente en cada país e indica que, además de la especificación de los modos de pago y de las distribuciones de ingresos, podrá acordarse cualquier sistema de uso o intercambio de servicios, materiales y productos, que sea de la conveniencia de los coproductores.




El artículo XV dispone que las autoridades competentes de los países coproductores se comprometen a comunicarse las informaciones de carácter técnico y financiero relativas a las coproducciones realizadas bajo el Acuerdo.




A continuación, el artículo XVI establece que el Acuerdo estará sujeto a ratificación y entrará en vigor cuando por lo menos tres de los Estados signatarios hayan depositado ante la SECI el instrumento de ratificación.




El artículo XVII señala que el Acuerdo quedará abierto a la adhesión de los Estados iberoamericanos que sean partes del Convenio de Integración Cinematográfica Iberoamericana. Esta adhesión se efectuará mediante el depósito del instrumento respectivo ante la SECI.




Luego, el artículo XVIII indica que cada una de las partes podrá, en cualquier momento, denunciar el Acuerdo mediante la notificación escrita a la SECI, la que surtirá efecto para la Parte interesada un año después de la fecha en que la notificación haya sido recibida por ésta y previo cumplimiento de las obligaciones contraídas a través del Acuerdo por el país denunciante.




El artículo XIX regula que la SECI tendrá la atribución de velar por la ejecución del Acuerdo, examinar las dudas y controversias que surgieren de su aplicación y mediar en caso de conflicto.




Finalmente, el artículo XX señala que a voluntad de uno o varios de los Estados miembros, podrán proponerse modificaciones al Acuerdo, a través de la SECI, para ser consideradas por la CACI y aprobadas por la vía diplomática.




En cuanto al Anexo A, regula particularmente el depósito de solicitudes de admisión de coproducción cinematográfica así como del contrato de coproducción correspondiente, documentación a acompañar, notificación de sustitución de coproductores y de modificaciones al contrato de coproducción, y verificación de cumplimiento por parte de las autoridades de cada país.




El Protocolo, por su parte, se estructura sobre la base de un Preámbulo y de once artículos.




El artículo I señala que el nombre original se sustituye por el siguiente: “Acuerdo Iberoamericano de Coproducción Cinematográfica”.




Luego, el artículo II modifica el artículo III del Acuerdo, indicando que las obras cinematográficas realizadas en coproducción serán consideradas como nacionales por las autoridades competentes de cada país coproductor, y gozarán de pleno derecho de las ventajas e incentivos fiscales que resulten de aplicación a la industria cinematográfica, que estén en vigor o pudieran ser promulgadas en cada país. Con ello se pretende que las obras cinematográficas realizadas en coproducción tengan los mismos derechos y beneficios tributarios que se apliquen a la industria cinematográfica local. Así, se hace realizable el trato igualitario en torno a los incentivos para las producciones entre varios países coproductores, que sólo serán otorgados al productor del país que los llegare a conceder.




El artículo III precisa la forma de participación de cada uno de los coproductores establecida en el artículo V del Acuerdo, refiriéndose al porcentaje mínimo y máximo de aportes de cada uno de los coproductores; al porcentaje máximo de participación de países no miembros, siendo el coproductor mayoritario de uno de los países Miembros; al porcentaje mínimo y máximo de participación cuando el coproductor es de país no miembro; al porcentaje mínimo y máximo en el caso de coproducciones multilaterales en que uno o unos coproductores cooperen artística y técnicamente, mientras otro u otros sólo participen financieramente; y al aporte obligatorio de una participación técnica y artística efectiva por parte de los coproductores minoritarios miembros.




Asimismo, se señala que la aportación de cada país coproductor en personal creador, técnicos y actores, debe ser proporcional a su inversión y que la aportación de cada país debe incluir al menos un elemento considerado como creativo, un actor o actriz en papel principal y otro en papel secundario, y un técnico cualificado.




Por su parte, el artículo IV agrega un nuevo artículo a continuación del artículo XIV del Acuerdo, a través del que excepcionalmente pueden ser admitidas coproducciones bipartitas de películas realizadas, que reúnan las siguientes condiciones:




1. Tener una calidad técnica y un valor artístico reconocidos constatadas por las autoridades competentes.




2. Ser de un coste igual al monto determinado por las autoridades cinematográficas de cada país en su momento.




3. Admitir una participación minoritaria que podrá ser limitada al ámbito financiero, conforme al contrato de coproducción, sin que sea inferior al diez por ciento ni superior al veinticinco por ciento, salvo excepciones.




4. Reunir las condiciones fijadas para la concesión de nacionalidad por la legislación vigente del país mayoritario.




5. Incluir en el contrato de coproducción disposiciones relativas al reparto de los ingresos.




El beneficio de la coproducción bipartita sólo se concederá a cada una de las obras después de autorización por las autoridades competentes, en cuyo caso el beneficio sólo será efectivo en el país del cual es originario el coproductor minoritario, cuando una nueva película, de participación mayoritaria de ese país, haya sido admitida por las autoridades competentes al beneficio de la coproducción en los términos del Acuerdo.




Las aportaciones financieras efectuadas por una y otra parte deberán estar, en el conjunto de esas películas, globalmente equilibradas en un plazo de cuatro años.




El artículo V modifica el artículo XX del Acuerdo, que pasa a ser XXI, indicando que a voluntad de uno o varios de los Estados miembros podrán proponerse modificaciones al Acuerdo, a través de la SECI, para ser consideradas por la CACI y aprobadas por la vía diplomática.




A continuación, el artículo VI del Protocolo adecúa la numeración de los artículos del Acuerdo, en vista de las modificaciones introducidas.




El artículo VII enmienda el Anexo “A” respecto de las solicitudes de admisión y contrato de coproducción que deberán ser depositados simultáneamente cuarenta días antes del inicio del rodaje; de la documentación que se debe acompañar a las solicitudes, esto es, certificación de los derechos de autor, guión, sinopsis, contrato de coproducción y sus cláusulas; de la sustitución de un coproductor; de las modificaciones en el contrato original; de la verificación de documentos al término de la coproducción; y del otorgamiento del certificado de nacionalidad.




A su vez, el artículo VIII señala que los países miembros del Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica podrán también suscribir el Protocolo.




El artículo IX dispone que se debe depositar el original del Protocolo en la sede de la SECI, que enviará copias a los países miembros del Acuerdo para su ratificación o adhesión.




Enseguida, el artículo X establece que el depósito de los instrumentos de ratificación o adhesión del Protocolo se verificará en el País Sede de la SECI, la que deberá cursar las comunicaciones de rigor al respecto.




Por último, el acuerdo XI norma que el Protocolo entrará en vigor cuando ocho países signatarios hayan efectuado el depósito de su instrumento de ratificación. Para los demás Estados, el Protocolo regirá a partir de la fecha del depósito del respectivo instrumento de ratificación o adhesión. Además, el Protocolo, al entrar en vigor, se considerará como parte integrante del Acuerdo.

- - -
DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR





El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Larraín, colocó en discusión el proyecto.





El Director de Asuntos Jurídicos del Ministerio de Relaciones Exteriores, señor Claudio Troncoso, indicó que este Convenio tiene por objeto establecer una red en materia de coproducción cinematográfica, lo cual a su vez, permite una colaboración y un intercambio mucho mayor en esta área, que va en directo beneficio de nuestros creadores cinematográficos.





Agregó que nuestro país ha tenido en los últimos veinte años un enorme desarrollo en materia cinematográfica, lo cual ha posibilitado la aparición de nuevos directores, algunos de ellos con un desarrollo muy promisorio incluso a nivel internacional.





Luego, el Director de Asuntos Culturales de la Cancillería, señor Patricio Powell, destacó que la cinematografía demanda asociaciones a nivel internacional, a fin de expandir y potenciar esta actividad, en un área en que Chile ha tenido una excelente experiencia y que puede ser mejorada aún más. Añadió que, desde el punto de vista de nuestra política exterior, esto es algo favorable.





A continuación, el Secretario Ejecutivo del Consejo del Arte y la Industria Audiovisual, del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, señor Martín Rodríguez, explicó que el beneficio de estos acuerdos de coproducción con otros países radica en que cada uno de los coproductores puede presentar su película o la obra resultante como una obra nacional, por lo tanto, puede aplicar a todos los fondos disponibles en ese país.





Expresó que, en la actualidad, Chile tiene acuerdos de coproducción internacional con Argentina, Brasil, Venezuela, Canadá, Francia e Italia. Añadió que, en estos momentos, avanzan gestiones para concluir acuerdos de este tipo con Alemania y con la Federación Valonia en Bruselas. Agregó que, actualmente, nuestro país no ha suscrito convenios con México, España, Colombia, entre otros, no por falta de voluntad, sino que por la extensión de la tramitación de ellos.





Señaló que Chile integra la Conferencia de Autoridades Cinematográficas Iberoamericana, que es una organización constituida por las máximas autoridades de veintidós países, donde participan España y Portugal. Añadió que este Convenio opera sobre la plataforma de este acuerdo cinematográfico internacional.





Destacó que la ratificación de estas enmiendas permitirá a Chile tener, automáticamente, acuerdos de coproducción con todos los países que han firmado hasta ahora, con lo que se abrirían coproducciones con México, España y Colombia. 





A continuación, el Honorable Senador Larraín preguntó cuántos países han suscrito este Convenio.





El señor Rodríguez contestó que el Convenio de integración ha sido ratificado por ocho países.





El Honorable Senador Larraín señaló que muchos países cuentan con ventajas tributarias significativas que favorecen la producción nacional, como por ejemplo, Brasil y Colombia. Añadió que este convenio permite acceder a esos beneficios cuando se hace la producción en esos países.





Por su parte, el Honorable Senador señor Lagos consultó si efectivamente se aplican estos beneficios.





El señor Rodríguez respondió afirmativamente. Afirmó que más del 80% de las películas chilenas que han tenido repercusión internacional son coproducciones con países con los cuales se tienen acuerdos. El resto son denominadas coproducciones privadas.





Por último, indicó que de los tres países latinoamericanos con que tenemos acuerdos, Brasil, Argentina y Venezuela, los dos primeros son, por lejos, los socios más fuertes en esta región.




Puesto en votación, el proyecto de acuerdo fue aprobado, en general y en particular, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Lagos, Larraín, Letelier y Pizarro.
- - -




En consecuencia, vuestra Comisión de Relaciones Exteriores tiene el honor de proponeros que aprobéis el proyecto de acuerdo en informe, en los mismos términos en que lo hizo la Honorable Cámara de Diputados, cuyo texto es el siguiente:
PROYECTO DE ACUERDO





“Artículo único.- Apruébanse el “Acuerdo Latinoamericano de Coproducción Cinematográfica”, adoptado en Caracas, Venezuela, el 11 de noviembre de 1989, y su Protocolo de Enmienda, suscrito en la ciudad de Bogotá, Colombia, el 14 de julio de 2006.”.
- - -




Acordado en sesión celebrada el día 11 de abril de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Hernán Larraín Fernández (Presidente), Ricardo Lagos Weber, Juan Pablo Letelier Morel y Jorge Pizarro Soto.




Sala de la Comisión, a 11 de abril de 2017.
(Fdo.): Julio Cámara Oyarzo, Secretario.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL DECRETO LEY N° 3.500, DE 1980, QUE ESTABLECE NUEVO SISTEMA DE PENSIONES, CON EL OBJETO DE ELIMINAR EL BENEFICIO DE QUE GOZAN LAS AFP EN MATERIA DE INTERESES DE LAS COTIZACIONES PREVISIONALES ADEUDADAS

(10.708-13)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Trabajo y Previsión Social informa respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en moción de las Diputadas señoras Alejandra Sepúlveda Órbenes, Cristina Girardi Lavín y Denise Pascal Allende y de los Diputados señores Miguel Ángel Alvarado Ramírez, Osvaldo Andrade Lara, Gabriel Boric Font, Iván Fuentes Castillo, Vlado Mirosevic Verdugo, Leopoldo Pérez Lahsen y Patricio Vallespín López. 

Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único, y acordó, unánimemente, proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.
OBJETIVOS DEL PROYECTO


Establecer que los reajustes e intereses que derivan del cobro de cotizaciones previsionales adeudadas, incluidos sus recargos, serán abonados conjuntamente con el valor de las cotizaciones en la cuenta de capitalización individual del afiliado. Asimismo, propone que sólo serán de beneficio de la respectiva administradora de fondos de pensiones las costas de cobranza que hubieren obtenido.


En la actualidad, es de beneficio de las Administradoras de Fondos de Pensiones hasta un 20% de los intereses que devenguen las cotizaciones adeudadas a los trabajadores.
-------


De conformidad al informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos, este proyecto de ley no tiene efectos sobre el presupuesto fiscal.

-------


A una o más de las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social: la Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara Román; el Jefe de la División de Asesorías Legislativas y Coordinación Internacional de dicha Subsecretaría, señor Pedro Contador; el coordinador legislativo del mismo Ministerio, señor Francisco del Río, acompañado por los asesores señores Ariel Rossel, Roberto Barraza y Sergio Vargas. De la Superintendencia de Pensiones: el Superintendente, señor Osvaldo Macías, el Fiscal señor Andrés Culagovski y la abogada, señora Pía Villalobos. El asesor del Ministerio de Hacienda, señor Roberto Godoy. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el asesor legislativo, señor Alejandro Fuentes. De la Fundación Jaime Guzmán: el asesor legislativo, señor Felipe Rossler. Del Instituto Igualdad: la asesora legislativa, señora Vanesa Salgado. De la Biblioteca del Congreso Nacional: la abogada asesora, señora Paola Álvarez y la economista, señora Irina Aguayo. Del Instituto Libertad y Desarrollo, el asesor señor Sergio Morales. De la Oficina de la Senadora Goic, la asesora señora María Soledad Flores. De la Oficina de la Senadora Muñoz: el asesor señor Luis Díaz. De la Oficina de la Diputada Sepúlveda: los asesores señores Xavier Palominos y Bastián Weber.


La Diputada señora Alejandra Sepúlveda Órbenes concurrió a las sesiones celebradas los días 15 y 22 de marzo de 2017 y 12 de abril de 2017.

-------
ANTECEDENTES


Para el debido estudio de esta iniciativa legal, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

I.- ANTECEDENTES JURÍDICOS

El decreto ley N° 3.500, que establece un nuevo sistema de pensiones, de 1980.
II.- ANTECEDENTES DE HECHO

La moción que da origen a este proyecto de ley, entre sus fundamentos, explica que el actual sistema de pensiones está siendo objeto de numerosas críticas, toda vez que, aduce, no garantiza una vida digna al momento de la jubilación. En efecto, tal como lo demuestra la Encuesta de Opinión encargada por la denominada Comisión Bravo, en la mayor parte de la población existe una imagen negativa respecto del funcionamiento de las administradoras de fondos de pensiones.

En ese contexto, describe que gran parte de los recursos con que funciona dicho este sistema se compone de los descuentos de las cotizaciones obligatorias que realizan los empleadores al momento de pagar las remuneraciones y demás prestaciones laborales. Sobre el particular, explica que la regulación vigente regula en detalle la forma y el modo de proceder a la declaración y pago de las cotizaciones previsionales del trabajador.
Asimismo, agrega que si un empleador no pagare las cotizaciones o no declarare las mismas dentro de dicho plazo puede ser objeto de multas, sin perjuicio de la responsabilidad penal que pudiera existir. De la misma forma, las cotizaciones no pagadas en la oportunidad correspondiente se reajustarán entre el último día del plazo en que debió efectuarse el pago y el día en que efectivamente se realice.

Seguidamente, describe que dicho cuerpo legal establece que, por cada día de atraso, la deuda reajustada devengará un interés penal equivalente a la tasa de interés corriente para operaciones reajustables en moneda nacional a que se refiere el artículo 6° de la ley N° 18.010, aumentado en un cincuenta por ciento. Para perseguir el cumplimiento de las normas anteriormente señaladas, añade que la legislación vigente establece que las administradoras de fondos de pensiones estarán obligadas a seguir las acciones tendientes al cobro de las cotizaciones adeudadas y sus reajustes e intereses, para cuyo objeto el decreto ley N° 3.500, y la ley N°17.322, establecen un procedimiento especial para proceder a tal cobro. 

Sin embargo, la moción indica que el inciso veinte del artículo 19 del decreto ley N° 3.500 establece que los reajustes e intereses serán abonados conjuntamente con el valor de las cotizaciones en la cuenta de capitalización individual del afiliado, en tanto que serán de beneficio de la administradora las costas de cobranza y la parte del recargo de los intereses a que se refieren los incisos décimo primero y décimo segundo de dicha disposición, los que equivalen a un 20% de los intereses que habría correspondido pagar de aplicarse interés simple sobre la deuda reajustada. Al mismo tiempo, añade que la diferencia que resulte entre dicho monto y los intereses que efectivamente pague el empleador, calculados de acuerdo a lo dispuesto en la referida disposición, se abonará a la cuenta de capitalización del afiliado, siendo de su beneficio.
Habida cuenta de ello, la iniciativa señala que la legislación vigente establece un verdadero beneficio para las administradoras de fondos de pensiones, consistentes en el cobro de parte de los intereses que le corresponden al afiliado, lo cual representa una cuantiosa cifra, considerando que éstos se pagan con un recargo que alcanza al 50%.
A modo ilustrativo, añade que la Superintendencia de Pensiones dicta periódicamente una circular en donde establece una tabla de reajustes e intereses penales a aplicar por las administradoras de fondos de pensiones para cada mes, dependiendo del momento en que se efectúe el pago y el momento en que se adeuda la respectiva cotización. Así, por ejemplo, describe que, según la Circular 1947/2016 de dicho órgano, si una cotización se adeuda desde agosto de 2015 y se paga el 1 de abril de 2016, se aplica un 11,99% de interés penal, y un 6% de recargo, de lo cual un 2,27% le corresponde a la administradora de fondos de pensiones. 
También comenta que si es que la cotización adeudada a agosto de 2015 ascendía a $1.000.000, a la respectiva administradora le corresponderán $27.000 por concepto de interés, la que multiplicada por todas las cobranzas que lleva a cabo y los diferentes intereses aplicados –los que van subiendo conforme la cotización se paga con mayor atraso- equivale a una suma relevante.
Seguidamente, la expresión de motivos de la iniciativa sostiene que dicho mecanismo constituye un beneficio excesivo, toda vez que, además, las administradoras de fondos de pensiones pueden cobrar las costas de cobranza, recibiendo un monto no justificado por concepto del cobro de intereses penales de las cotizaciones adeudadas, sobre todo considerando los beneficios legales que tienen para proceder a ello. De ese modo, señala que el sistema de capitalización individual asegura una cotización obligatoria, de tal forma que las administradoras deben proceder a su cobro cuando los empleadores no lo hagan, disponiendo del apoyo de organismos del Estado tales como la Dirección del Trabajo, la Superintendencia de Pensiones, la Superintendencia de Seguridad Social y los Tribunales de Justicia, sobre todo a partir de la creación de tribunales especiales para la substanciación de dichas causas. 
En la misma línea, describe que al momento de la dictación de la normativa que rige actualmente al sistema de pensiones, no se consideraba este beneficio para las administradoras de fondos de pensiones, en lo que atañe al porcentaje del monto equivalente a intereses penales, puesto que es de toda lógica que los intereses que devenguen las cotizaciones sean integrados a la cuenta de capitalización individual del trabajador respectivo. En efecto, describe que una serie de cuerpos legales, tales como la ley N°18.646, de 29 de agosto de 1987, y la ley 19.260, introdujeron las disposiciones que el proyecto propone modificar. 

Asimismo, agrega que la ley N° 20.255, que estableció la denominada Reforma Previsional, de 2008, no innovó en la materia, lo que parece una omisión inadmisible considerando el propósito de dicha iniciativa. 

Tal situación, añade la moción, resulta injustificable considerando el monto de las pensiones por vejez, lo que se deriva, entre otras causas, de las lagunas previsionales provocadas por la falta de pago de las cotizaciones por parte de los empleadores, lo que configura la hipótesis para cuyo propósito fueron establecidos tales intereses penales, puesto que permiten compensar los vacíos que se pudieron haber provocado en su momento.
Menciona que el decreto ley N° 3.500 prescribe que las administradoras de fondos de pensiones tienen derecho a cobrar una retribución establecida sobre la base de comisiones de cargo de los afiliados por la administración de los depósitos convenidos, de las cotizaciones voluntarias y por la transferencia de depósitos convenidos y de ahorro previsional voluntario hacia las instituciones autorizadas que el afiliado haya seleccionado. Dicha comisión se cobra mes a mes, y por tanto, señala la Moción, sería suficiente beneficio económico para proceder al cobro este sistema, habida cuenta que el afiliado la paga mensualmente y debería bastar para todos los conceptos de administración de la cotización, aun considerando que las administradoras tienen derecho a las costas judiciales de cobranza

En consecuencia, el proyecto pretende eliminar este beneficio de las administradoras de fondos de pensiones, volviendo a la redacción original del decreto ley 3.500 toda vez que, asevera, resulta de toda justicia que la integridad de los intereses sean del afiliado y no del órgano administrador. 
La iniciativa en sus fundamentos reconoce que la propuesta no resuelve por sí sola los graves problemas que aquejan al sistema previsional en su conjunto, debiendo debe estimarse como una base para una futura reforma mayor y completa que contenga una gran protección normativa del derecho a pensiones dignas para los adultos mayores y todos los demás beneficiarios del sistema de pensiones.

Finalmente, la moción señala que la propuesta no se encuentra dentro de aquellos a cuyo respecto el ordenamiento jurídico asigna iniciativa exclusiva al Presidente de la República, toda vez que la regulación del cobro de una deuda y de sus intereses no se encuentra prevista en el artículo 65 de nuestra Carta Fundamental. Asimismo, sostiene que no se proponen normas relativas a seguridad social ni se afecta la administración presupuestaria del Estado.
-------

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El proyecto de ley en informe se compone de un artículo único que propone sustituir el inciso vigésimo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que establece Nuevo Sistema de Pensiones, con la finalidad de garantizar que los reajustes e intereses que derivan de  cotizaciones previsionales adeudadas, incluidos sus recargos, serán abonados conjuntamente con el valor de las cotizaciones en la cuenta de capitalización individual del afiliado. Asimismo, propone que sólo serán de beneficio de la respectiva administradora de fondos de pensiones las costas de cobranza que hubieren obtenido.
-------
SESIÓN CELEBRADA EL 15 DE MARZO DE 2017


Al iniciarse el estudio del proyecto de ley en informe, la Comisión recibió a la Diputada señora Alejandra Sepúlveda Órbenes.
EXPOSICIÓN DE LA Diputada señora 
ALEJANDRA Sepúlveda ÓRBENES

Al iniciarse el estudio de la iniciativa, la Diputada señora Sepúlveda, en su calidad de co-autora de la propuesta de ley, expuso los fundamentos, el contenido y el propósito del proyecto en estudio.

Al efecto, manifestó que la moción parlamentaria apunta a eliminar el beneficio que perciben las administradoras de fondos de pensiones, consistente en cobrar hasta un 20% de los intereses que  devenguen las cotizaciones adeudadas a los trabajadores, de modo tal que dicho porcentaje se integre completamente a la cuenta de capitalización individual del afiliado y sólo sean de beneficio de la administradora las costas de cobranza.

Explicó que la fundamentación del proyecto considera que el sistema previsional atraviesa un momento crítico, toda vez que las personas que jubilan bajo el régimen de capitalización individual no han visto materializada la promesa de que iban a percibir un monto casi idéntico al que tenían en vida laboral activa. Por el contrario, aseveró que las pensiones son bajísimas y no alcanzan a garantizar que el retiro sea con la tranquilidad de alcanzar a solventar los gastos básicos con el producto de la jubilación.

En la misma línea, afirmó que una encuesta de opinión encargada por la Comisión Bravo da cuenta de una imagen negativa de las AFP en la mayor parte de la población. En este sentido, detalló que un 72% de las personas considera que sólo un cambio total al sistema ayudaría a mejorar las pensiones, un 66% considera que las bajas pensiones son responsabilidad de las AFP, y el 60% está muy en desacuerdo con la expresión “Me da tranquilidad que las AFP administren los ahorros de pensión”.

Dicha situación, agregó, obliga a adoptar todas las medidas necesarias para paliar el déficit en el monto de las pensiones. Una de las alternativas, aseveró, es incrementar las cuentas de cada afiliado, mediante el aumento de la cotización o la apertura, por parte del Estado, de una cuenta a nombre de cada persona que nazca en el territorio de la República, entre otras medidas.

Habida cuenta de lo anterior, expuso que el proyecto pretende que los intereses que devengan las cotizaciones no pagadas vayan íntegramente a la cuenta del afiliado, toda vez que, como toda deuda que no se paga, generan reajustes, intereses y costas, junto a la imposición de multas y sanciones penales. Sobre el particular, explicó que la normativa vigente cuenta con varios mecanismos de protección de las cotizaciones para que se paguen en tiempo y forma, considerando que éstas constituyen la base del sistema previsional.

Seguidamente, detalló que la Superintendencia de Pensiones ha informado que el monto total percibido por las AFP, a raíz del beneficio consistente en percibir hasta el 20% de los intereses que haya devengado la respectiva deuda previsional, desde el año 2001 a la fecha, equivale a $26.000.000.000, a lo que se debe agregar los montos percibidos en el período que media entre los años 1987 y 2001. Asimismo, afirmó que cada año el monto va aumentando, toda vez que en el año 2001 las AFP percibieron $691.367.000.-, el año 2010 $1.765.867.000.-, y al año 2015 la cifra alcanzaba $3.693.114.000.-
Agregó que dicha problemática resulta particularmente evidente tratándose de los ex trabajadores de la Universidad del Mar, toda vez que, en su caso, las AFP percibieron $151.686.723 por dicho concepto, monto que pudo integrar las cuentas individuales de los afiliados pero fueron a incrementar el patrimonio de éstas.

En consecuencia, subrayó que los intereses que devengan las pensiones son altos y tienen por objeto compensar a los afiliados por el no pago de sus cotizaciones y no afectar su futura pensión. Sin embargo, un porcentaje de dichos intereses es derivado al patrimonio de las respectivas administradoras, configurando un beneficio que carece de justificación y afecta a los trabajadores. Detalló que el decreto ley 3.500, en su redacción original, no contenía este beneficio, siendo agregado por una ley miscelánea -la ley N° 18.646, de 1987- que introdujo numerosas modificaciones a dicho cuerpo legal.

Asimismo, reiteró que el sistema de capitalización individual asegura a las AFP la cotización obligatoria y, por tal razón, éstas deben proceder a su cobro, contando con el apoyo de organismos del Estado tales como la Dirección del Trabajo, la Superintendencia de Pensiones, la Superintendencia de Seguridad Social y los Tribunales de Justicia, que cuentan con tribunales especiales para la substanciación de dichas causas.

Al finalizar su exposición, añadió que las administradoras cobran una retribución sobre la base de comisiones de cargo de los afiliados, por la administración de los depósitos convenidos, de las cotizaciones voluntarias y por la transferencia de depósitos convenidos y de ahorro previsional voluntario hacia las instituciones que el afiliado haya seleccionado. Dicha comisión, enfatizó, se cobra mes a mes y, por tanto, sería suficiente beneficio económico para proceder al cobro de cotizaciones adeudadas.
-------

La Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara Román, expuso el parecer del Ejecutivo respecto del proyecto en estudio.

En primer lugar, valoró el contenido y el propósito que persigue la iniciativa, habida cuenta del porcentaje de ingresos que perciben las administradoras de fondos de pensiones, el cobro de comisiones que realizan y el promedio de pensiones que reciben los trabajadores, de modo tal que no resulta justificable mantener un beneficio que apuntaba a incentivar el cobro de cotizaciones previsionales atrasadas.

Agregó que, según datos de la Superintendencia de Pensiones, por este concepto alrededor de 600 millones de pesos ingresan mensualmente al patrimonio de las administradoras de fondos de pensiones una vez que se verifica el pago de las prestaciones adeudadas, sin perjuicio, además, de las costas judiciales asociadas a la cobranza judicial que se verifican en su caso.
En la misma línea, el Superintendente de Pensiones, señor Osvaldo Macías, afirmó que el proyecto apunta a eliminar un beneficio que, aun cuando al momento de su creación podía justificarse en la necesidad de estimular el cobro de cotizaciones adeudadas, actualmente carece de razonabilidad, toda vez que se trata de una gestión propia del giro de las administradores de fondos de pensiones.

Asimismo, abogó por especificar, en el articulado de la iniciativa, su ámbito de aplicación temporal; esto es, sostuvo que debe determinar si sus alcances podrán hacerse efectivos respecto de aquellas cotizaciones atrasadas que se encontraren actualmente en proceso de cobranza.
La Diputada señora Sepúlveda y el Senador señor Larraín compartieron dicha observación.
El Senador señor Allamand sostuvo que, sin perjuicio de compartir el fundamento y el propósito de la iniciativa, resulta necesario analizar los efectos que el proyecto puede generar a propósito de aquellas materias en que la Constitución Política de la República asigna iniciativa legislativa exclusiva a la Presidenta de la República, en conformidad al numeral 6° del inciso cuarto del artículo 65 de la Carta Fundamental, relativo a establecer o modificar las normas sobre seguridad social o que incidan en ella, tanto del sector público como del sector privado.

Del mismo modo, abogó por evitar que, a raíz de la eliminación del beneficio, se genere una demora de las administradoras de fondos de pensiones para iniciar las gestiones de cobranza.

El Senador señor Larraín compartió dichas aseveraciones, sobre todo considerando el perjuicio que el referido beneficio produce en los fondos previsionales de los trabajadores. Sin perjuicio de ello, coincidió en la necesidad de ponderar las implicancias constitucionales de la iniciativa.

El Superintendente de Pensiones, señor Osvaldo Macías, en lo que respecta a los mecanismos legales que fomentan el cobro de cotizaciones adeudadas, expuso que la entidad desarrolla labores de fiscalización de los procedimientos de cobranza, en cuyo caso puede aplicar multas a aquellas administradoras que no inicien los respectivos procedimientos de cobranza.
En el mismo sentido, el asesor del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Ariel Rossel, añadió que el artículo 4 bis de la ley N° 17.322, que establece normas para la cobranza judicial de cotizaciones, aportes y multas de Seguridad Social, establece mecanismos que incentivan las gestiones de cobro que deben realizar las administradoras. 

En específico, explicó que dichas disposiciones establecen que en determinados casos -cuando existe negligencia de la institución de previsión o seguridad social al no entablar la demanda ejecutiva dentro del plazo de prescripción; no continúa las acciones ejecutivas iniciadas por el trabajador; no solicita medidas cautelares especiales; o no interpone los recursos legales pertinentes que franquea la ley-, la propia administradora deberá enterar el monto adeudado en la cuenta del respectivo afiliado.

Seguidamente, el coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, se refirió a los alcances del proyecto de ley en relación a la iniciativa exclusiva del Presidente de la República.

Sobre el particular, manifestó que, para efectos de determinar la constitucionalidad de la iniciativa, se debe considerar que no todas las modificaciones que se introducen al decreto ley N° 3.500 afectan la iniciativa legislativa exclusiva que recae en la Presidenta de la República. En efecto, aseveró que los aspectos administrativos, financieros y de cobranza pueden ser objeto de regulaciones mediante indicaciones o mociones parlamentarias, toda vez que no establecen o modifican las normas sobre seguridad social ni inciden en ella.

Asimismo, añadió que, en este ámbito, el criterio fundamental dice relación con el carácter restrictivo de las materias contenidas en el artículo 65 de la Carta Fundamental, tal como ha sido reconocido por la jurisprudencia constitucional.

En consecuencia, puntualizó que, según el parecer del Ejecutivo, la iniciativa no vulnera la iniciativa legislativa exclusiva que debe ejercer la Presidenta de la República, sobre todo considerando que no modifica los montos ni las bases de cálculo de un beneficio previsional, sino, más bien, apunta únicamente a regular el curso administrativo de una parte de la cobranza que deben efectuar las administradoras.

En efecto, aseveró que los intereses que derivan del atraso en el pago de cotizaciones no configuran un beneficio previsional, toda vez que éstos se constituyen únicamente por monto de la cotización y los reajustes que generan.

En la misma línea, la Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara Román, expuso que la iniciativa podría generar una afectación del patrimonio de las administradoras de fondos de pensiones, al modificar el procedimiento de cobranza, pero no supone una modificación de las normas sobre seguridad social.

La Diputada señora Sepúlveda coincidió con dicha observación, sobre todo considerando que el proyecto apunta a regular el sistema de cobranza previsional, sin modificar las normas sobre seguridad social ni incidir en ellas.
En el mismo sentido, el asesor de la Diputada Sepúlveda, señor Xavier Palominos, autorizado por la Comisión para hacer uso de la palabra, afirmó que la norma que la iniciativa pretende modificar, contenida en el inciso vigésimo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, que Establece Nuevo Sistema de Pensiones, apunta a regular el interés corriente que establece el artículo 6° de la ley N° 18.010, que establece normas para las operaciones de crédito y otras obligaciones de dinero que indica.
En consecuencia, puntualizó que no se trata de una disposición que regule aspectos propios de la seguridad social o que incidan en ella.
SESIÓN CELEBRADA EL 22 DE MARZO DE 2017

 
La Diputada señora Sepúlveda primeramente dejó constancia de la entrega –a la Secretaría de la Comisión- de las actas de las sesiones celebradas por la Comisión de Trabajo y Seguridad Social de la Cámara de Diputados al ocuparse del proyecto de ley en análisis.

 
En seguida, reiteró sus dichos respecto de la admisibilidad de la iniciativa. En efecto, explicó que el proyecto de ley regula una materia relativa al cobro de intereses por el no pago de cotizaciones adeudadas, de modo tal que, en rigor, no dice relación con materias propias de seguridad social, al no contemplar beneficios otorgados conforme a los principios generales que informan dicho sistema.

 
Asimismo, respecto de la aplicación de la iniciativa a aquellas deudas en actual proceso de cobro, propuso establecer que la regulación deberá regir desde su publicación, pudiendo ser aplicable a todos los intereses de cotizaciones adeudas y sus respetivos recargos respecto de los cuales no haya recaído sentencia firme.

 
La Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara Román, sostuvo que se debe cautelar el efecto que la aprobación de la iniciativa puede generar en materia de constitucionalidad, considerando que el Tribunal Constitucional en sentencia Rol N°534, en opinión del Ejecutivo, habría establecido la inadmisibilidad de aquellas materias que inciden en seguridad social, en conformidad a un criterio amplio.

 
En consecuencia, aseveró que se requiere una indicación del Ejecutivo para evitar una vulneración a las normas que establecen iniciativa legislativa exclusiva en la Presidenta de la República, sin perjuicio de compartir los objetivos generales que persigue el proyecto.

 
El Senador señor Letelier comentó que las sentencias del Tribunal Constitucional no constituyen una jurisprudencia uniforme, particularmente considerando que no se ha pronunciado respecto de la admisibilidad de la regulación relativa a los intereses que generan las cotizaciones adeudadas. 

 
En esa línea, afirmó que, en su opinión, dicha normativa no vulnera la iniciativa legislativa exclusiva en la Presidenta de la República, toda vez que no constituye una materia propia de seguridad social, tal como ha sido establecido durante el primer trámite constitucional del proyecto.

 
Asimismo, desde otro punto de vista, añadió que la propuesta legal persigue suprimir un beneficio que carece de fundamento, sobre todo considerando que se origina raíz de un perjuicio producido a los trabajadores.

 
El Senador señor Larraín reiteró sus planteamientos respecto de la necesidad de evitar cualquier hipótesis de inconstitucionalidad, sin perjuicio de compartir el propósito que persigue la iniciativa.

 
El coordinador legislativo del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, señor Francisco del Río, comentó que se debe considerar el carácter restrictivo de la interpretación relativa a las normas que establecen la iniciativa exclusiva del Presidente de la República. A modo de ejemplo, explicó que si a un trabajador se le adeuda una cantidad considerables de horas extraordinarias, y un tribunal ordena su pago retroactivo a valor actualizado, se generarían consecuencias indirectas desde el punto de vista previsional, toda vez que dicho rubro aumenta sus remuneraciones. 

 
En consecuencia, aseveró que un criterio extensivo de la iniciativa legislativa exclusiva en la Presidenta de la República impediría la tramitación de iniciativas parlamentarias respecto de las horas extraordinarias, lo que resulta improcedente.

 
La Senadora señora Muñoz afirmó que no resulta pertinente la existencia de discrepancias entre ambas Cámaras respecto de los criterios de admisibilidad de iniciativas legales, particularmente considerando que, durante el primer trámite constitucional del proyecto, no se formularon cuestionamientos sobre el particular.

 
-Puesto en votación en general el proyecto de ley, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

-------

SESIÓN CELEBRADA EL 12 DE ABRIL DE 2017

INDICACIÓN FORMULADA POR LA PRESIDENTA DE LA REPÚBLICA


En cuanto a la discusión en particular, cabe dejar constancia que Su Excelencia la Presidenta de la República presentó una indicación que recoge algunas inquietudes manifestadas por los integrantes de la Comisión en la idea de perfeccionar el texto despachado por la Cámara de Diputados.

 
La Subsecretaria de Previsión Social, señora Jeannette Jara Román, presentó la propuesta del Ejecutivo respecto del contenido de la iniciativa legal en estudio.

 
Dicha proposición expone, entre sus antecedentes, que en virtud de lo dispuesto en los incisos décimo primero y décimo segundo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, las cotizaciones que no se paguen oportunamente devengan reajustes entre la fecha en que debió efectuarse el pago y la fecha en que efectivamente se realiza, e intereses penales más un recargo. Al efecto, detalló que la Superintendencia de Pensiones emite mensualmente las tablas de reajustes e intereses penales que se aplican al pago de las cotizaciones previsionales morosas.
 
Estos reajustes e intereses, añadió, son de cargo del empleador y una parte de ellos va en directo beneficio de los trabajadores, al incorporarse en sus cuentas de capitalización individual. Sin embargo, añadió que otra parte es de beneficio de las administradoras de fondos de pensiones, equivalente al 20% de los intereses que habría correspondido pagar de aplicarse el interés simple sobre la deuda reajustada, más las costas de cobranza.

 
Habida cuenta de ello, explicó que el propósito de la indicación, recogiendo la preocupación manifestada por las Diputadas señoras Alejandra Sepúlveda, Denise Pascal, Cristina Girardi y los Diputados señores Miguel Alvarado, Osvaldo Andrade, Gabriel Boric, Iván Fuentes, Vlado Mirosevic, Leopoldo Pérez y Patricio Vallespín, mediante la Moción en estudio, apunta a introducir perfeccionamientos a la regulación relativa al cobro de reajustes e intereses en los casos en que empleador no pague oportunamente las cotizaciones previsionales.

 
En consecuencia, aseveró que, de aprobarse la iniciativa, los recargos e intereses que hoy perciben las administradoras de fondos de pensiones, los que representan aproximadamente el 4% de la deuda previsional recuperada, serán abonados íntegramente a las cuentas de capitalización individual de los trabajadores.

 
Con dicha finalidad, detalló que la propuesta contempla una regulación específica –contenida en sus disposiciones transitorias- respecto de la entrada en vigor de la iniciativa, correspondiente al día primero del mes posterior a su publicación en el Diario Oficial.

 
Asimismo, dispone que no se aplicará a los intereses, incluidos los recargos a que se refieren los incisos décimo primero y décimo segundo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, devengados y no pagados, respecto de los cuales las administradoras de fondos de pensiones hayan iniciado la cobranza judicial antes del 1° de abril de 2017.
 
La Diputada señora Sepúlveda, en su calidad de coautora de la iniciativa, valoró el contenido de la indicación del Ejecutivo, toda vez que permitirá alcanzar el propósito que persigue la propuesta legal en estudio.

 
El Senador señor Larraín, en la misma línea, sostuvo que la indicación del Ejecutivo recoge adecuadamente las observaciones de los integrantes de la Comisión, de modo tal que permitirá resolver la problemática que describe el proyecto de ley.

 
El Senador señor Letelier consultó respecto del monto que reciben las administradoras de fondos de pensiones por concepto de las costas de cobranza derivadas del cobro de cotizaciones adeudadas.

 
El Superintendente de Pensiones, señor Osvaldo Macías, explicó que las costas de cobranza equivalen a cifras de bajo monto, siendo fijadas por los tribunales que dictan sentencia en su caso y percibidas por los estudios jurídicos que se ocupan de realizar los respectivos procedimientos de cobranza judicial.

 
-Puesta en votación la indicación del Ejecutivo, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadoras señoras Goic y Muñoz y Senadores señores Larraín y Letelier.

En el informe de productividad enviado por la Ministra del Trabajo y Previsión Social, señora Alejandra Krauss Valle, se especifica que los recargos a favor de las Administradoras de Fondos de Pensiones representan aproximadamente un 4% de la deuda previsional recuperada por un mes, lo que equivale aproximadamente a 560 millones de pesos.


Además, en el mismo informe se expresa que según datos de la Superintendencia de Pensiones para el año 2015, los recargos por gestiones de cobranzas de las AFP significan un 0,1% del total de los fondos administrados por dichas entidades.


En el informe de productividad se acompañó la siguiente tabla que contiene el desglose por mes de la Declaración y No Pago recuperada. El Ejecutivo señala que es importante tener presente que durante el primer mes se recupera alrededor del 50% de la deuda, sin que exista una gestión muy activa por parte de las administradoras de fondos de pensiones:

	DNP GENERADA
	M$
	Primer mes
	Porcentaje 1
	Segundo mes
	Porcentaje 2
	Tercer mes
	Porcentaje 3
	Cuarto mes
	Porcentaje 4

	2011
	140.474.822
	73.492.531
	52,32%
	23.393.260,00
	16,65%
	8.490.974
	6,04%
	4.940.589
	3,52%

	2012
	171.850.049
	85.886.297
	49,98%
	37.052.718,00
	21,56%
	7.684.416
	4,47%
	5.236.743
	3,05%

	2013
	200.288.808
	93.087.523
	46,48%
	43.995.373,00
	21,97%
	16.758.001
	8,37%
	5.496.158
	2,74%

	2014
	214.034.728
	95.459.703
	44,60%
	50.636.019,00
	23,66%
	18.799.962
	8,78%
	6.799.894
	3,18%

	ENERO –AGOSTO 2015
	150.727.395
	66.537.978
	44,14%
	37.705.853,00
	25,02%
	11.954.382
	7,93%
	5.686.649
	3,77%

	DNP GENERADA
	M$
	Quinto mes
	Porcentaje 5
	Sexto mes
	Porcentaje 6
	Total Adm.
	Porcentaje Adm
	
	

	2011
	140.474.822
	3.632.472
	2,59%
	3.047.487,00
	2,17%
	116.997.313
	83,29%
	
	

	2012
	171.850.049
	4.130.185
	2,40%
	3.576.398,00
	2,08%
	143.566.757
	83,54%
	
	

	2013
	200.288.808
	5.052.268
	2,52%
	3.081.060,00
	1,54%
	167.470.383
	83,61%
	
	

	2014
	214.034.728
	4.568.482
	2,13%
	3.989.806,00
	1,86%
	180.253.866
	84,22%
	
	

	ENERO-AGOSTO 2015
	150.727.395
	3.816.211
	2,53%
	2.538.434,00
	1,68%
	128.239.507
	85,08%
	
	


MODIFICACIONES

 
En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone a la Sala introducir las siguientes modificaciones al texto despachado por la Cámara de Diputados:

ARTÍCULO ÚNICO

Lo ha reemplazado por el siguiente:

 
“Artículo único.- Sustitúyese el inciso vigésimo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, por el siguiente:

 
“Los reajustes e intereses, incluidos los recargos a que se refieren los incisos décimo primero y décimo segundo, serán abonados conjuntamente con el valor de las cotizaciones en la cuenta de capitalización individual del afiliado. Serán de beneficio de la Administradora sólo las costas de cobranza.”.

ooooooo

Ha incorporado los siguientes artículos transitorios:

“Disposiciones Transitorias

 
Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el día primero del mes posterior a su publicación en el Diario Oficial.

 
Artículo segundo.- La presente ley no se aplicará a los intereses, incluidos los recargos a que se refieren los incisos décimo primero y décimo segundo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, devengados y no pagados, respecto de los cuales las Administradoras de Fondos de Pensiones hayan iniciado la cobranza judicial antes del 1° de abril de 2017.”.

-------

TEXTO DEL PROYECTO


En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión de Trabajo y Previsión Social propone aprobar el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:
-

 
“Artículo único.- Sustitúyese el inciso vigésimo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, por el siguiente:

 
“Los reajustes e intereses, incluidos los recargos a que se refieren los incisos décimo primero y décimo segundo, serán abonados conjuntamente con el valor de las cotizaciones en la cuenta de capitalización individual del afiliado. Serán de beneficio de la Administradora sólo las costas de cobranza.

Disposiciones Transitorias

 
Artículo primero.- La presente ley entrará en vigencia el día primero del mes posterior a su publicación en el Diario Oficial.

 
Artículo segundo.- La presente ley no se aplicará a los intereses, incluidos los recargos a que se refieren los incisos décimo primero y décimo segundo del artículo 19 del decreto ley N° 3.500, de 1980, devengados y no pagados, respecto de los cuales las Administradoras de Fondos de Pensiones hayan iniciado la cobranza judicial antes del 1° de abril de 2017.”.

-------


Acordado en sesión celebrada el día 15 de marzo de 2017, con asistencia de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Presidenta), de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic y de los Senadores señores Andrés Allamand Zavala, Hernán Larraín Fernández y Carlos Montes Cisternas (en reemplazo del Senador señor Letelier); en sesión celebrada el 22 de marzo de 2017, con asistencia de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic (Presidenta), de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel y en sesión de 12 de abril de 2017, con asistencia de la Senadora señora Carolina Goic Boroevic (Presidenta), de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora y de los Senadores señores Hernán Larraín Fernández y Juan Pablo Letelier Morel.

Sala de la Comisión, a 17 de abril de 2017.

(Fdo.): Pilar Silva García De Cortázar, Secretaria de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO, RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN PRIMER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE ESTABLECE UN PROCEDIMIENTO SIMPLIFICADO PARA LA REGULARIZACIÓN DE EDIFICACIONES DE BOMBEROS DE CHILE

(10.990-14)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de presentar su segundo informe respecto del proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Senadores señores Quintana, García, Lagos, Montes y Walker, don Patricio.


A la sesión en que se analizó esta materia asistieron, además de los miembros de la Comisión, los Honorables Senadores señores Alfonso De Urresti Longton y José García Ruminot.

También concurrieron quienes se individualizan a continuación. Del Ministerio de Vivienda y Urbanismo: la señora Ministra, doña Paulina Saball, y su asesora, doña Jeannette Tapia. Del Ministerio de Bienes Nacionales: la señora Ministra, doña Nivia Palma; su Jefa de Gabinete, doña Laura Pizarro, y la Jefa de la División Jurídica, señora Magdalena Badilla. Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: la asesora, señora Constanza González. De la Asociación Chilena de Municipalidades: el Coordinador del Área Calidad de Vida, señor Miguel Moreno. De la Biblioteca del Congreso Nacional: la analista, señora Verónica de la Paz. Del Comité DC: el asesor, don Luis Espinoza. Asimismo, asistieron los siguientes asesores parlamentarios: del Senador señor Moreira, don Héctor Mery; del Senador señor Ossandón, doña Israela Rosenblum y don José Huerta, y del Senador señor García, don Rodrigo Fuentes.
- - -


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.-
Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni modificaciones: ninguno.
2.-
Indicaciones aprobadas sin modificaciones: no hay.
3.-
Indicaciones aprobadas con modificaciones: número 7.
4.-
Indicaciones rechazadas: números 2, 3, 4, 5 y 6.
5.-
Indicaciones retiradas: número 1.
6.-
Indicaciones declaradas inadmisibles: no hay.
- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


A continuación, se efectúa una relación de las indicaciones presentadas al texto aprobado en general por el Honorable Senado, que se describen, y de los acuerdos adoptados a su respecto por la Comisión de Vivienda y Urbanismo:
Artículo único

Consta de tres incisos, pero solo se consigna el texto de los primeros dos, atendido que las indicaciones se relacionan con ellos.
Inciso primero


Dispone que los Cuerpos de Bomberos y la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, propietarios o comodatarios de bienes raíces urbanos o rurales destinados a sus fines propios, tales como cuarteles de bomberos, centros o campos de entrenamiento y casas de cuarteleros, que hayan construido con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción definitiva o que hayan materializado de hecho el cambio de destino de las edificaciones existentes en forma no concordante con los usos de suelo permitidos por los planes reguladores, podrán regularizar su situación, dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, cumpliendo únicamente con las disposiciones contenidas en el Título II de la ley N° 20.898, a excepción de lo señalado en el numeral 3) del artículo 5°, en las letras a) y d) del artículo 6° y en el artículo 7°.

En este inciso recaen las indicaciones números 1, 2, 3 y 4.


La indicación número 1, del Honorable Senador señor De Urresti, agrega, después de la expresión “bienes raíces urbanos o rurales”, la frase “y usuarios de terrenos de uso público o de bienes fiscales,”.
El Honorable Senador señor De Urresti expresó que en la sesión del Senado del pasado 22 de marzo, a propósito de la discusión en general de este proyecto de ley, se comentó que en muchas situaciones los terrenos en que los Cuerpos de Bomberos han construido sus instalaciones corresponden a bienes fiscales, razón que motivó la necesidad de contar, en la presente instancia, con la asistencia de la señora Ministra de Bienes Nacionales. Estimó que conocer un catastro de los inmuebles que se encuentran en la circunstancia descrita sería muy útil para que se pueda considerar la posibilidad de permitir la regularización de las edificaciones emplazadas en bienes raíces que se ostenten no solo en propiedad o comodato.

El Honorable Senador señor Moreira consultó a Su Señoría si su intención es legislar acerca de los derechos bajo los cuales los bomberos detentan los inmuebles en que han erigido sus cuarteles y recabar el apoyo de dicha Secretaria de Estado, a lo que el Honorable Senador señor De Urresti contestó afirmativamente.

El Honorable Senador señor García, sin perjuicio de concordar con la inquietud del Senador señor De Urresti, recordó que, con ocasión del primer informe, se hizo ver que existe otra iniciativa de ley que aborda dicha materia y que actualmente se encuentra en tramitación en la Cámara de Diputados.

Además, sostuvo que incorporar -al proyecto de ley en debate- lo relativo a la regularización de la posesión de los terrenos utilizados por los distintos Cuerpos de Bomberos, podría retardar su despacho.

El Honorable Senador señor Ossandón opinó que la idea manifestada por el Senador señor De Urresti contiene una muy buena intención, pero, por su gran complejidad, anexar la regularización de la posesión a la actual discusión solo la dilataría.

Asimismo, explicó que el problema que aqueja a Bomberos de Chile no es patrimonial, sino de permisos de construcción para postular a determinados beneficios estatales. Indicó, también, que el hecho de ser comodatario de un inmueble no dificulta la obtención de tales permisos, ya que los comodatos, en general, se otorgan a largo plazo, como los municipales que son a 20 ó 30 años, renovables automáticamente bajo la condición de que se continúen utilizando para los fines originalmente tenidos a la vista, lo que, prácticamente, los convierte en perpetuos.

La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo manifestó que no se deben confundir los asuntos, ya que uno tiene que ver con la necesidad de conocer la situación de ocupación de terrenos por parte de los Cuerpos de Bomberos y buscar modos de avanzar en su regularización, y el otro, se refiere a incorporar -como beneficiarios de este proyecto de ley- a “usuarios de terrenos de uso público o de bienes fiscales”, lo que podría ser calificado como de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

Apuntó que, además, permitir la regularización en bienes nacionales de uso público es de mucha relevancia, pues éstos están destinados a ser vías, espacios públicos, etc.

Finalmente, estimó que en la redacción actual del artículo único se considera la posibilidad de regularizar las edificaciones independientemente de quién sea el titular de los derechos de propiedad sobre el inmueble.

Por su parte, la señora Ministra de Bienes Nacionales señaló que comparte tanto el propósito de la iniciativa en discusión, como el espíritu de la indicación presentada por el Senador señor De Urresti. Al mismo tiempo, acotó que en la Cámara de Diputados se está analizando el Boletín N° 8.741-22, que versa sobre la titularidad de los terrenos utilizados por los diferentes Cuerpos de Bomberos, ya que hay numerosas situaciones en que la precariedad en torno a los derechos de que aquéllos son titulares es evidente, impidiéndoles la obtención de recursos provenientes del Fondo Nacional de Desarrollo Regional, de los municipios y de privados para mejorar sus instalaciones, por lo que declaró estar convencida sobre la necesidad de que la aludida iniciativa se convierta en ley de la República.

Hizo saber que su Cartera suscribió un acuerdo con Bomberos de Chile para acelerar los trámites de regularización en cuanto a propiedades fiscales, y anotó que durante los últimos tres años se han entregado 39 inmuebles. 

En lo referente a la indicación en análisis, sostuvo que la nomenclatura “usuarios” no es posible de asociar a bienes fiscales.

Adicionalmente, relevó la importancia de excluir la posibilidad de regularizar la ocupación ilegal en propiedad fiscal y, más aún, en bienes nacionales de uso público. Sobre la última hipótesis, señaló no conocer ningún caso, pero sí en la primera, y comentó lo que ocurre con el Cuartel de Bomberos N° 2 de Cartagena, que no cuenta con permiso ni recepción municipal, y a cuyo respecto se acaba de entregar una concesión de largo plazo. 

Por lo antedicho, expresó que, a su juicio, sí sería adecuado permitir la regularización de instalaciones de Bomberos en inmuebles de propiedad fiscal, pero previa concesión y visto bueno del Ministerio de Bienes Nacionales.

Enseguida, explicó que la única vía para regularizar construcciones en bienes nacionales de uso público consiste, primero, en desafectarlos mediante decreto supremo de los Ministerios de Bienes Nacionales y de Vivienda y Urbanismo, y, a continuación, que el primero disponga de ellos entregándolos en propiedad o concesión.

El Honorable Senador señor Moreira consultó a la señora Nivia Palma sobre la cifra de instalaciones de Bomberos construidas en bienes nacionales de uso público.

La señora Ministra contestó que no conoce ningún caso en tal situación, pero sí edificaciones no regularizadas de la institución en propiedad particular y en bienes fiscales.

El Honorable Senador señor Ossandón no estuvo conteste con el objetivo del Boletín N° 8.741-22, puesto que, a su entender, conlleva impedir que el Ministerio de Bienes Nacionales evalúe cada evento en particular y, por lo tanto, es peligroso para el patrimonio fiscal. Advirtió que, incluso, podría generar el incentivo de ocupar un inmueble estatal para, luego, acceder al reconocimiento de poseedor regular.

Aclaró que para postular a los fondos concursables del Gobierno Regional bastaría con obtener la regularización de la construcción y que solo algunos proyectos exigen, además, un mínimo de años de comodato.

Subrayó que la iniciativa en debate busca regularizar edificaciones y no títulos de dominio, y que ambos asuntos no deben mezclarse.

La señora Ministra de Bienes Nacionales recalcó que no está de acuerdo con que en el presente proyecto de ley se aborde la regularización de la tenencia de propiedad fiscal por parte de Bomberos, materia que atañe al Boletín N° 8.741-22; indicó que, por lo demás, se está analizando el contenido del mismo, puesto que ciertos aspectos podrían ser de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

El Honorable Senador señor Montes concordó con el Senador señor Ossandón en cuanto a que los asuntos no deben confundirse.

Sin perjuicio de lo anterior, y teniendo presente que no es materia del proyecto de ley en debate, afirmó que se ha planteado reiteradamente que la regularización de loteos y del dominio sobre la pequeña propiedad raíz debiese ser simultánea, ya que es absurdo que se reconozca la calidad de poseedor regular de esos bienes en tanto estén emplazados en loteos irregulares.

Por otra parte, a propósito del Boletín N° 8.741-22, sostuvo que le preocupa la idea de que Bomberos, y otras instituciones, lleguen a ser titulares de la propiedad plena sobre inmuebles entregados a título gratuito por el fisco, ya que, sin perjuicio de concordar con la idea de que el Estado apoye sus causas, nada garantiza que los beneficiarios no enajenen los predios con posterioridad, alejándose del propósito original de la transferencia; por lo tanto, expresó que, en su opinión, dichas operaciones deben estar supeditadas a un plazo determinado o a una condición.

En el mismo sentido, comentó que antaño el Ministerio de Bienes Nacionales habría transferido el dominio de varios terrenos a distintas juntas de vecinos, pero nada asegura que continúen siendo utilizados para el mismo fin, por lo que estimó que existe un vacío legal en la normativa.

El Honorable Senador señor Ossandón estuvo de acuerdo con Su Señoría y agregó que si un inmueble es entregado en propiedad a una institución es sin condiciones y no se garantiza que se destine a los fines que motivaron la transferencia de dominio; entonces, a su entender, la mejor herramienta es el comodato.

La señora Ministra de Bienes Nacionales indicó que la modalidad utilizada en los 39 casos de entrega de terrenos a Bomberos -antes mencionada- fue la de concesiones de corto plazo -cinco años- para las Compañías de Bomberos más nuevas, y de largo plazo           -treinta- para las antiguas, siempre condicionadas a las actividades propias de la entidad.

Por otra parte, comunicó que su Ministerio se encuentra analizando lo relacionado con la transferencia gratuita de inmuebles fiscales, así como lo que ocurre con ellos sí, eventualmente, la institución beneficiada se disuelve.

A su turno, la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo confirmó lo recién consignado y añadió que ambas Carteras están trabajando para igualar criterios por la vía de las concesiones de largo plazo. 

Igualmente, destacó que el meollo del asunto es equilibrar el destino que se le dará a los bienes raíces con la certeza jurídica que precisan las organizaciones acreedoras, para efectos de realizar inversiones en ellos.

El Honorable Senador señor De Urresti manifestó que comprende lo expuesto por ambas Secretarias de Estado en cuanto a la indicación N° 1, y solicitó a la señora Nivia Palma tener presente la idea de fondo en la tramitación del Boletín N° 8.741-22.

Adicionalmente, anotó, en su calidad de autor de la Moción que dio origen a la ley marco de Bomberos de Chile, que lo que se buscó fue regular la estructura de la organización.

Cabe señalar que, en todo caso, la Comisión tuvo en cuenta que la indicación en debate incursiona en el ámbito de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo, toda vez que se relaciona con facultades de administración y disposición sobre bienes del Estado o fiscales.

- Posteriormente, y atendidas las diversas consideraciones formuladas sobre la materia en análisis, el Honorable Senador señor De Urresti retiró su indicación.


La indicación número 2, del Honorable Senador señor Navarro, sustituye la expresión “y casas de cuarteleros” por “, casas de cuarteleros u otros destinados a funciones complementarias o relacionadas con los servicios otorgados por Bomberos”.
La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo manifestó que este proyecto de ley intenta establecer una vía extraordinaria para regularizar las instalaciones de Bomberos que no cuenten con los permisos municipales correspondientes; sin embargo, se deben garantizar ciertas condiciones mínimas de seguridad, salubridad y estabilidad. Consideró que lo apropiado es continuar con un criterio restrictivo sobre la excepcionalidad de este proceso. 

En el mismo sentido, comentó que numerosas Compañías de Bomberos mantienen, en forma aledaña al cuartel, por ejemplo, un casino que vende almuerzos y que les permite financiarse. En consecuencia, acoger lo propuesto desnaturalizaría el propósito de la iniciativa en debate.

El Honorable Senador señor Ossandón estuvo de acuerdo con el planteamiento de la señora Ministra.


- Puesta en votación la indicación número 2, fue rechazada por 4 votos contrarios y uno a favor. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón y Walker, don Patricio. Votó a favor el Honorable Senador señor Tuma.


La indicación número 3, del Honorable Senador señor Navarro, intercala a continuación de la locución “y casas de cuarteleros” lo siguiente: “y que cumplan con lo señalado en el artículo 11 de la ley N° 20.564”.

Cabe hacer presente que el aludido artículo 11 dispone que habrá un Registro Nacional de Bomberos Voluntarios que estará a cargo de la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile y en el cual los Cuerpos de Bomberos deberán inscribir a la totalidad de sus integrantes y mantener actualizada mensualmente la información. La inscripción en este registro será obligatoria y requisito necesario para acceder a los beneficios que esta y otras leyes contemplen a favor de bomberos.
La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo expresó no tener dificultad con el contenido de la indicación, pues solo agrega la exigencia formal a los Cuerpos de Bomberos que decidan solicitar la regularización de sus edificaciones, de estar inscritos en el registro correspondiente.

No obstante lo anterior, la Comisión, a la luz de lo ya establecido en el artículo 11 -oportunamente descrito-, estimó que lo planteado en la indicación en análisis, finalmente, sería reiterativo.

- Puesta en votación la indicación número 3, fue rechazada, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón, Tuma y Walker, don Patricio.

El Honorable Senador señor Montes, al fundar su voto, hizo presente que, en todo caso, la Junta Nacional es muy rígida en lo relativo a la aceptación de grupos que desean conformar nuevos Cuerpos de Bomberos, como ha ocurrido, por ejemplo, en Puente Alto y La Florida. Apuntó que está de acuerdo con que debe haber requisitos de ingreso, pero no de tal magnitud que desincentiven el surgimiento de más voluntarios.

El Honorable Senador señor Moreira, con ocasión de su fundamento de voto, señaló que las restricciones que impone la Junta Nacional, si bien son rigurosas, no son injustificadas, puesto que los Cuerpos de Bomberos deben contar con ciertos estándares y respaldos mínimos; además, indicó que existen mecanismos, dentro de la estructura de la institución, para que se formen nuevas brigadas, sin tanta rigidez.

El Honorable Senador señor Ossandón, fundando su voto, concordó con Su Señoría en lo que se refiere a la necesidad de las restricciones, ya que gracias a ello Bomberos de Chile perdura como organización.


La indicación número 4, del Honorable Senador señor García, reemplaza la expresión “tres años” por “cinco años”.
La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo sostuvo que el plazo de cinco años conllevaría establecer una especie de discriminación en perjuicio de las viviendas, que disponen de tres años desde la publicación de la ley para regularizar las construcciones.

El Honorable Senador señor García recordó que los representantes de Bomberos de Chile manifestaron, en su oportunidad, que su voluntad es diseñar y llevar a cabo un plan maestro de regularización de numerosas edificaciones a lo largo del país, lo cual implica contratar arquitectos, elaborar planos, recabar antecedentes y generar las carpetas respectivas, razón por la que solicitaron extender el plazo a cinco años.

Asimismo, expresó que, a su parecer, a diferencia de las viviendas, que son construcciones pequeñas, los cuarteles de Bomberos son de mayor envergadura y dificultad.

El Honorable Senador señor Tuma opinó que tres años le parece un plazo demasiado reducido, al cabo del cual, seguramente, muchos de los Cuerpos de Bomberos que podrían haber accedido al beneficio se habrán visto impedidos de presentar su solicitud, por distintas razones.

El Honorable Senador señor Ossandón recalcó que se debe partir de la base de que ésta es una normativa excepcional y que lo esperable es que los Cuerpos de Bomberos cumplan con la legislación del ramo a cabalidad, al igual que el resto de los habitantes del país. 

En segundo lugar, advirtió que extender el plazo podría generar el aliciente de comenzar a construir, sin permisos municipales, una vez publicada la ley.

Finalmente, aclaró que basta con presentar la solicitud en la respectiva dirección de obras dentro de los tres años para, eventualmente, conseguir la regularización, plazo que le pareció suficiente.

El Honorable Senador señor Montes no estuvo de acuerdo con ampliar el término a cinco años, pues sería similar a eliminar la normativa ordinaria de urbanismo y construcciones.

Además, acotó que debe impulsarse la educación en esta materia para aspirar al desarrollo adecuado de las ciudades.

El Honorable Senador señor Moreira propuso a los demás miembros de la Comisión contemplar que el plazo sea de cuatro años, lo que no fue respaldado.


- Puesta en votación la indicación número 4, fue rechazada por 3 votos negativos y 2 positivos. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Montes, Ossandón y Walker, don Patricio, y a favor, los Honorables Senadores señores Moreira y Tuma.

Inciso segundo

Prescribe que, sin perjuicio de lo anterior, si los cuarteles respectivos se ubicasen colindando total o parcialmente con un área verde podrán abrirse vanos de ventanas o inclusive contemplar un acceso peatonal a aquéllos. Las edificaciones objeto de esta regularización no podrán tener acceso por pasajes y deberán cumplir con las exigencias de seguridad contra incendio de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, salvo las destinadas al cuartel o la casa del cuartelero que tenga un máximo de dos pisos, en cuyo caso la resistencia al fuego en todos sus elementos y componentes soportantes será a lo menos F-30, siempre que el muro de adosamiento o muro divisorio, según corresponda, cumpla con las exigencias en la misma materia señalada por esa Ordenanza. Además, las edificaciones o la parte de éstas destinadas al box de carros bomba deberán disponer de sistemas de ventilación, naturales o forzados, para la eliminación de gases de combustión de esos vehículos.


A este inciso se formularon las indicaciones números 5 y 6.


La indicación número 5, del Honorable Senador señor Navarro, elimina la frase “no podrán tener acceso por pasajes y”.
La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo expresó que eliminar la prohibición de que las edificaciones a regularizar tengan acceso por pasajes pone en peligro a toda la población del entorno y, además, tendería a dificultar el tránsito expedito de los carros bomba, por lo que el contenido de la indicación parece ser contradictorio con la seguridad y sugirió rechazarla.


- Puesta en votación la indicación número 5, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón y Walker, don Patricio.


La indicación número 6, del Honorable Senador señor Navarro, es para suprimir la oración final que señala “Además, las edificaciones o la parte de éstas destinadas al box de carros bomba deberán disponer de sistemas de ventilación, naturales o forzados, para la eliminación de gases de combustión de esos vehículos.”.
La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo recordó, que con motivo de la tramitación de la ley N° 20.898, se hizo hincapié en que la regularización no debía poner en riesgo la integridad de las personas, y el suprimir la oración descrita conlleva un eventual peligro para los miembros de los respectivos Cuerpos de Bomberos.


- Puesta en votación la indicación número 6, fue rechazada, unánimemente, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón y Walker, don Patricio.

o o o


La indicación número 7, del Honorable Senador señor García, consulta a continuación del inciso segundo los siguientes, nuevos:


“Con todo, en caso que la solicitud de regularización fuere rechazada por no cumplir con los requisitos exigidos por la ley, los solicitantes podrán, dentro del plazo de treinta días, enmendar o subsanar las observaciones motivo del rechazo y dar cumplimiento a la normativa.


No obstante, vencido el plazo establecido en el inciso anterior, siempre se podrá realizar un nuevo ingreso de solicitud. Caso en el cual, se estará al mismo procedimiento y plazos establecidos en el Título II de la ley N° 20.898.”.


La señora Ministra de Vivienda y Urbanismo estuvo de acuerdo con el contenido de la indicación en análisis, ya que corresponde a la forma en que se opera en la práctica.

- Puesta en votación la indicación número 7, fue aprobada, con modificaciones formales y de adecuación, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón y Walker, don Patricio.

o o o

- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de proponeros la siguiente modificación al proyecto de ley aprobado en general por el Honorable Senado:

Artículo único

o o o

Intercalar, a continuación del inciso segundo, los siguientes, nuevos:


“Con todo, en caso de que la solicitud de regularización fuere rechazada por no cumplir con los requisitos exigidos por la ley, los peticionarios podrán, dentro del plazo de treinta días, enmendar o subsanar las observaciones motivo del rechazo y dar cumplimiento a la normativa.


No obstante, vencido el término contemplado en el inciso anterior, siempre será posible realizar un nuevo ingreso de solicitud, caso en el cual se estará al mismo procedimiento y plazo establecidos en el inciso primero de este artículo.”.

(Unanimidad 4x0. Indicación número 7).
o o o
Inciso tercero


Pasa a ser inciso quinto, sin modificaciones.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO:


En virtud de la modificación anterior, el proyecto de ley queda como sigue:
PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Los Cuerpos de Bomberos y la Junta Nacional de Cuerpos de Bomberos de Chile, propietarios o comodatarios de bienes raíces urbanos o rurales destinados a sus fines propios, tales como cuarteles de bomberos, centros o campos de entrenamiento y casas de cuarteleros, que hayan construido con o sin permiso de edificación y que no cuenten con recepción definitiva o que hayan materializado de hecho el cambio de destino de las edificaciones existentes en forma no concordante con los usos de suelo permitidos por los planes reguladores, podrán regularizar su situación, dentro del plazo de tres años contado desde la publicación de esta ley, cumpliendo únicamente con las disposiciones contenidas en el Título II de la ley N° 20.898, a excepción de lo señalado en el numeral 3) del artículo 5°, en las letras a) y d) del artículo 6° y en el artículo 7°.


Sin perjuicio de lo anterior, si los cuarteles respectivos se ubicasen colindando total o parcialmente con un área verde podrán abrirse vanos de ventanas o inclusive contemplar un acceso peatonal a aquéllos. Las edificaciones objeto de esta regularización no podrán tener acceso por pasajes y deberán cumplir con las exigencias de seguridad contra incendio de la Ordenanza General de Urbanismo y Construcciones, salvo las destinadas al cuartel o la casa del cuartelero que tenga un máximo de dos pisos, en cuyo caso la resistencia al fuego en todos sus elementos y componentes soportantes será a lo menos F-30, siempre que el muro de adosamiento o muro divisorio, según corresponda, cumpla con las exigencias en la misma materia señalada por esa Ordenanza. Además, las edificaciones o la parte de éstas destinadas al box de carros bomba deberán disponer de sistemas de ventilación, naturales o forzados, para la eliminación de gases de combustión de esos vehículos.

Con todo, en caso de que la solicitud de regularización fuere rechazada por no cumplir con los requisitos exigidos por la ley, los peticionarios podrán, dentro del plazo de treinta días, enmendar o subsanar las observaciones motivo del rechazo y dar cumplimiento a la normativa.


No obstante, vencido el término contemplado en el inciso anterior, siempre será posible realizar un nuevo ingreso de solicitud, caso en el cual se estará al mismo procedimiento y plazo establecidos en el inciso primero de este artículo.

Para efectos de esta ley, las edificaciones a que se refiere el presente artículo se considerarán como equipamiento y les será aplicable, en lo pertinente, lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 116 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 11 de abril de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Iván Moreira Barros (Presidente), Carlos Montes Cisternas, Manuel José Ossandón Irarrázabal, Eugenio Tuma Zedán y Patricio Walker Prieto.

Sala de la Comisión, a 17 de abril de 2017.
(Fdo.): Jorge Jenschke Smith, Secretario de la Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES CHAHUÁN, BIANCHI Y PROKURICA, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 37 DE LA CARTA FUNDAMENTAL EN LO RELATIVO A LA ASISTENCIA DE LOS MINISTROS DE ESTADO AL CONGRESO NACIONAL 

(11.197-07)

Exposición de motivos.

El artículo 37 de la Constitución Política de la República dispone en su inciso primero que "los Ministros podrán, cuando lo estimaren conveniente, asistir a las sesiones de la Cámara de Diputados o del Senado, y tomar parte en sus debates, con preferencia para hacer uso de la palabra, pero sin derecho a voto."

Por su parte, el inciso segundo de esta misma norma dispone que esta asistencia se torna obligatoria para los Ministros cuando "la Cámara de Diputados o el Senado convoquen a sesiones especiales para informarse sobre asuntos que, perteneciendo al ámbito de atribuciones de las correspondientes Secretarías de Estado, acuerden tratar".

Dado el tenor de la disposición antes mencionada, se puede entender que la obligación de asistencia de los Ministros rige solo para las sesiones especiales de sala que sean convocadas por cualquiera de las cámaras.

Ahora bien, cabe señalar que las distintas comisiones legislativas citan en diversas oportunidades a diferentes Ministros para exponer sobre asuntos y materias de sus respectivos ámbitos de atribuciones, sin que ellos concurran a sus sesiones, limitándose en algunos casos a excusarse por sus inasistencias, sin que sus subrogantes legales concurran en su reemplazo.

Tal actitud, que se ha convertido en bastante recurrente, importa un menosprecio hacia la función legislativa del Congreso Nacional, que no resulta posible de aceptar.

Por lo tanto, estimamos que debe precisarse este deber, en el sentido de que cuando una comisión de cualquiera de las ramas legislativas cite a un Ministro, éste debe concurrir obligatoriamente, y en el evento de existir causales justificadas que le impidan cumplir con dicho deber, debe excusarse con la antelación necesaria, disponiendo que sea reemplazado por su subrogante legal.

Consideramos que las infracciones a este deber como a la obligación del inciso segundo del artículo 37 ya mencionado, deben ser sancionadas por la Contraloría General de la República, en conformidad a las normas de su ley orgánica  constitucional.

En mérito a las consideraciones antes expuestas, sometemos a la aprobación del Senado de la República, el siguiente

PROYECTO DE REFORMA CONSTITUCIONAL:

Artículo único: Modifíquese el artículo 37 de la Constitución Política de la República, agregándose un inciso tercero nuevo, del siguiente tenor:

"El mismo deber establecido en el inciso que antecede, regirá para los Ministros cuando sean citados por una comisión de la Cámara de Diputados o del Senado, para exponer sobre asuntos pertenecientes a sus respectivos ámbitos de atribuciones. En el evento de existir causales justificadas que les impida asistir a las sesiones para las que han sido citados, deberán excusarse con la antelación necesaria, caso en el cual deberán ser reemplazados por sus subrogantes legales. La infracción a esta obligaciones, serán sancionadas por la Contraloría General de la República, en conformidad a las normas de su ley orgánica constitucional, previo requerimiento de la cámara respectiva".

(Fdo.): Francisco Chahuán Chahuán, Senador.- Carlos Bianchi Chelech, Senador.- Baldo Prokurica Prokurica, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA GOIC Y SEÑOR MONTES, CON LA QUE DAN COMIENZO A UN PROYECTO DE LEY PARA ESTABLECER LA OBLIGACIÓN DE LOS DIRECTORES Y EJECUTIVOS DE LAS ADMINISTRADORAS DE FONDOS DE PENSIONES DE REALIZAR DECLARACIÓN DE INTERESES Y PATRIMONIO 

(11.198-06)

Fundamentos:

1. El 2 de Diciembre del año 2015 se promulgó de Chile la ley N° 20.880 que tiene como objeto regular el principio de probidad en el ejercicio de la función pública y la prevención y sanción de conflictos de intereses.

2. De conformidad con el principio de probidad en la función pública las autoridades públicas, o de instituciones privadas que ejerzan una función pública, deben observar una conducta intachable, un desempeño honesto y leal de la función o cargo, con preeminencia del interés general sobre el particular.

3. De acuerdo con esta norma, existe conflicto de intereses en el ejercicio de la función pública cuando concurren a la vez, el interés general propio del ejercicio de las funciones, con un interés particular sea o no de carácter económico, de quien ejerce dichas funciones o de los terceros vinculados a él determinados por la ley, o cuando concurren circunstancias que le restan imparcialidad en el ejercicio de sus competencias.

4. En dicha ley, pese a que las Administradoras de Fondos de Pensiones gestionan las cotizaciones de previsión social de las personas, que son un elemento esencial del derecho fundamental a la seguridad social, y es evidente que su función tiene el carácter de "pública", los Directores y Ejecutivos de tales instituciones no fueron incluidos como sujetos obligados a realizar declaración de intereses y patrimonio.

5. De conformidad con el artículo segundo de la ley N° 20.880, "todo aquel que desempeñe funciones públicas, cualquiera sea la calidad jurídica en que lo haga, deberá ejercerlas en conformidad con lo dispuesto en la Constitución y las leyes, con estricto apego al principio de probidad". Para el debido cumplimiento del principio de probidad, esta ley determina las autoridades y funcionarios que deberán declarar sus intereses y patrimonio en forma pública.

6. Con el objeto de corregir la omisión referida presento la siguiente moción:

MOCIÓN DE LEY
Artículo Único
Agréguese un artículo 157 bis del siguiente tenor:
Los directores y ejecutivos de las Administradoras de Fondos de Pensiones se encontrarán obligados a realizar una declaración de intereses y patrimonios, en los términos que indica la ley N° 20.880. Se entenderá por ejecutivo a los gerentes, subgerentes o personas con la facultad de representar la empresa o de tomar decisiones de relevancia en materias propias de su giro.

(Fdo.): Carolina Goic Boroevic, Senadora.- Carlos Montes Cisternas, Senador.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORA PÉREZ SAN MARTÍN Y SEÑOR TUMA, CON LA QUE INICIAN UN PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO 54 BIS DE LA LEY GENERAL DE COOPERATIVAS, EN LO TOCANTE AL LÍMITE DE DESCUENTOS VOLUNTARIOS EN FAVOR DE COOPERATIVAS 

(11.199-03)

Exposición de motivos:

En la última modificación a la Ley General de Cooperativas, contenida en el DFL N°5, publicada en el Diario Oficial con fecha 6 de enero del año 2016, se incorporó en el artículo 54 bis un aumento en el porcentaje límite para los descuentos  voluntarios por planilla establecido en el artículo 96 de la Ley N° 18.834 sobre Estatuto Administrativo, de un 15% a un 25% cuando los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el funcionario sea socio.
Como se observa, esta última modificación a la Ley General de Cooperativas no abarcó a todos los funcionarios del sector público, sino que excluyó de este beneficio a los Funcionarios Municipales que se rigen por el Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, siendo que este cuerpo legal no incluye el aumento de un 15% al 25% de los descuentos por planilla con la sola autorización del funcionario socio de la cooperativa. Así, se concluye que existe una clara desventaja de los Funcionarios Municipales en relación con el resto de funcionarios del sector público y privado del país. Esta exclusión del beneficio ya descrito implica que cerca de 175 mil funcionarios municipales no puedan acceder a dicha forma de descuento, lo cual discrepa, por cierto, con el principio de igualdad entre los socios que inspira a la regulación de las cooperativas.
Si bien durante la discusión en particular del proyecto de ley se manifestó la intención de que el beneficio descrito debía favorecer a todos los funcionarios del sector público sin distinciones, la redacción del articulado pertinente y la aplicación de la ley, a partir de una interpretación estricta -propia del Derecho Público- que dicho beneficio sólo favorece a aquellos funcionarios que se rigen por el Estatuto Administrativo, y por tanto no aquellos funcionarios del sector público municipal que tienen su propio estatuto.
En este sentido, durante la tramitación de la reforma a la Ley General de Cooperativas, particularmente en su discusión en la Comisión de Economía del Senado, se advirtió la necesidad de aumentar el porcentaje de descuento permitido sobre las remuneraciones de los funcionarios del sector público en general. Dicha preocupación se concretó en la redacción final del artículo 54 bis de la referida ley, el cual hace mención expresa a la norma contenida en el Estatuto Administrativo que regula los descuentos a las remuneraciones de los funcionarios, pero no se hace esa misma mención expresa una norma similar contenida en el Estatuto Administrativo para los Funcionarios Municipales.
Una primera aproximación podría señalar que esa remisión a las normas del Estatuto

Administrativo para funcionarios municipales sería innecesaria en atención a la supletoriedad del Estatuto Administrativo sobre el otro. Pero dicha interpretación no considera que las normas pertinentes (artículo 96 y artículo 95 respectivamente) tienen redacciones similares en ambos Estatutos, e incluso se titulan de la misma manera. Vale decir, en el Estatuto Administrativo para los Funcionarios Municipales no existe un vacío legal (en relación con los descuentos a las remuneraciones) que deba ser llenado por el artículo 96 del Estatuto Administrativo.
Por otra parte, el artículo 54 bis de la Ley General de Cooperativas representa una norma especial, que hace excepción a las reglas sobre descuentos contenidas en ambos Estatutos ya mencionados, pues dicha ella se refiere a los descuentos en general estableciendo un porcentaje límite de 15%, dentro de los cuales puede o no realizarse alguno que tenga como beneficiaria a una cooperativa. Dicho de otra forma, el mencionado artículo 54 bis solo aumenta el límite del porcentaje de descuento en las remuneraciones para el pago de créditos convenidos con cooperativas, por tanto respecto de otro tipo de descuentos a las remuneraciones de distinta naturaleza subsiste el límite del 15%. Esto ha sido reafirmado por parte de la Contraloría General de la República a través del dictamen N° 3.457 de febrero de 2017.
Es por esto que se hace necesaria una modificación legal que expresamente establezca que este nuevo porcentaje límite de descuentos permitido de las remuneraciones se haga extensivo al sector municipal, sin que sea necesaria una interpretación de la Contraloría General de la República sobre el asunto. Es más, mantener la redacción actual del artículo 54 bis de la Ley General de Cooperativas representa una discriminación legal, mas arbitraria, del trato que el Estado debe a sus funcionarios, sea cual sea el sector en particular donde desarrollen sus funciones.
Las ventajas de que aumente el porcentaje de descuento son evidentes, especialmente desde un punto de vista de acceso de tos funcionarios (socios de las cooperativas) a los créditos que dichas instituciones otorgan, particularmente relacionado con la circunstancia que los solicitantes de dichos créditos no tengan otros bienes con los cuales puedan garantizar el pago del crédito. En este sentido, el aumento de porcentaje de descuento por planilla significa aumentar también la seguridad y la certeza de que el solicitante del crédito será solvente, disminuyendo el riesgo de la operación para la institución.
Proyecto de Ley:

ARTÍCULO ÚNICO:

- Reemplazase el inciso primero del artículo 54 bis de la Ley General de Cooperativas al siguiente tenor: 

"Artículo 54 bis: Tratándose de funcionarios del sector público, el límite para los descuentos voluntarios por planilla establecido en el artículo 96 del Estatuto Administrativo, o bien el límite establecido en el artículo 95 del Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales, será del 25% cuando los descuentos adicionales sean a favor de cooperativas de las que el funcionario sea socio."
(Fdo.): Lily Pérez San Martín, Senadora.- Eugenio Tuma Zedan, Senador.
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